
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La presidenta diputada María Ávila Serna: Tiene el uso
de la palabra por diez minutos el diputado José Hernán
Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, para presentar iniciativa con proyecto de
decreto que reforma el artículo 73 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos.

El diputado José Hernán Cortés Berumen: Con su venia
y con la venia de la Presidencia. No es un secreto que Mé-
xico adolece de una incalculable economía oculta, genera-
da con recursos de procedencia ilícita. A México le urge
entrar a fondo al combate al crimen organizado a través del
debilitamiento de estructuras financieras que actualmente
permiten a estas organizaciones continuar delinquiendo.

El Estado mexicano ha suscrito diversos instrumentos in-
ternacionales en los que se determina la obligación de los
Estados parte para instrumentar procedimientos encamina-
dos a la privación con carácter de definitivo de algún bien
de origen ilícito, situación que hoy, lamentablemente, el
Estado mexicano ha realizado sin efectividad. 

En los últimos años, con la emisión de la Ley Federal para
la Prevención e Identificación de Operaciones con Recur-
sos de Procedencia Ilícita, se pretendió dar el andamiaje
legal para combatir dicho fenómeno. Sin embargo, la inci-
dencia de este género de conductas, sus delitos precedentes
y conexos siguen impactando de manera seria al país con
deficiencias importantes.

El gobierno federal dio a conocer los resultados del Grupo
de Acción Financiera —Gafi, por sus siglas—, así como
del Grupo de Acción Financiera de Latinoamérica, Gafilat,
que en su última reunión realizada en Argentina aprobaron
las medidas que ha adoptado el país en el combate al lava-
do de dinero. Pero, de igual forma, a través de esos resul-
tados se detectaron áreas de oportunidad. En otras palabras,
deficiencias dentro del sistema mexicano para hacer frente
a este problema.

¿Cuáles son ellas? Detectaron áreas de oportunidad, o bien
deficiencias en: uno, en procuración de justicia; dos, en su-

pervisión de actividades vulnerables; tres, en la identifica-
ción de los beneficiarios finales de activos de procedencia
ilícita. Lo que significa que prácticamente están detectan-
do deficiencias en todo el proceso, desde la prevención, de-
tección, hasta poder identificar quiénes son los beneficia-
rios y, en su caso, poder retener ese tipo de recursos.

Así, podemos verificarlo también, que en el segundo informe
de la revisión de la Cuenta Pública 2016 que realizó la Audi-
toría Superior de la Federación respecto de la Unidad de In-
teligencia Financiera dependiente de la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público, arrojó los siguientes resultados.

Se detectó prácticamente 138 mil operaciones inusuales, de
las cuales se determinaron mil 120 personas como de alto
riesgo. De ellas, solamente se presentaron 112 denuncias
ante el Ministerio Público. El Ministerio Público se abocó
solamente a cinco y de esas cinco se ejercitó acción penal
solamente en dos.

De ese tamaño es el problema, de 138 mil operaciones in-
usuales detectadas por la Unidad de Inteligencia Financiera,
solo dos en el 2016 fueron pertinentes para poder ejercitar la
acción penal y eso agregándole que, en el V Informe de Go-
bierno, de las decenas de miles de millones de dólares que se
presume se mueven en el crimen organizado, el último año
solo se aseguraron 543 millones de pesos y 11.4 millones de
dólares sin reportar un solo decomiso.

Si bien las cifras que aporta la Auditoría Superior nos ha-
blan de un atraso, también es cierto que esta Cámara de
Diputados requiere de manera urgente la información rela-
cionada con los parámetros de ejercicio de dicha facultad,
es decir, es importante verificar cuántos casos de probable
lavado de dinero detectó la UIF contra la cantidad final de
casos denunciados. No hay que olvidar que las denuncias
del delito de lavado de dinero realizadas en el Sistema Fi-
nanciero Mexicano implican una facultad discrecional de
la Secretaría de Hacienda.

Por todo lo anterior, la iniciativa que hoy presento al pleno
tiene la finalidad de delinear, por primera vez en el país,
una política nacional de combate al lavado de dinero. Por
ello es necesario entrar en una revisión profunda del tipo
penal, verificar cuáles son todas las conductas que están ya
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determinadas en los tratados internacionales para poderlo
incorporar aquí en nuestra legislación, y es increíble hoy en
día identificar que hay estados de la República Mexicana
que todavía no tienen tipificado en el fuero común este de-
lito y que tampoco existen unidades de inteligencia patri-
monial y económica en en todas las entidades federativas,
y que incluso la figura de extinción de dominio ni siquiera
ha dado fruto en ninguno de los asuntos que pudieran estar
verificando.

Ello encuentra sentido porque hoy en día lo que se tiene es
una ley federal, pero no se tiene una ley general que pueda
articular todos los esfuerzos que se hagan a nivel estatal
con los esfuerzos que está realizando la Secretaría de Ha-
cienda en la detección de este tipo de fenómenos.

Es por todo esto que esta iniciativa propone facultar al
Congreso de la Unión para emitir la legislación general que
establezca las bases de esta compleja y urgente asignatura,
que abarque integralmente el fenómeno criminal de lavado
de dinero y financiamiento al terrorismo, tanto a nivel fe-
deral como local, así como los pisos mínimos para la ope-
ración de interconexiones entre la unidad de inteligencia fi-
nanciera de la Secretaría de Hacienda y los estados,
obligando —ahora sí— a estos últimos a echar a andar de
manera inmediata sus unidades de inteligencia patrimonial
estatal con la finalidad de concretar un sistema que cierre
las puertas y que impida fallas.

Es, pues, esta reforma constitucional el inicio de un gran
camino que nuestro país deberá recorrer para robustecer el
andamiaje jurídico que permita a México eliminar de su
economía diaria recursos de procedencia ilícita y, a su vez,
golpear eficazmente a las estructuras financieras del cri-
men organizado. Es cuanto, señora presidenta.

«Iniciativa que reforma el artículo 73 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado José Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parla-
mentario del PAN

El que suscribe, diputado José Hernán Cortés Berumen, en
su calidad de integrante del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional de la LXIII Legislatura al Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, 77, 78, y demás relati-
vos del Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta
ante esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de

decreto por el que se reforma el primer párrafo del inciso
a), y se adiciona un inciso d) de la fracción XXI del artícu-
lo 73, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, en materia de operaciones con recursos de pro-
cedencia ilícita, de conformidad con la siguiente

Exposición de Motivos

Los delitos en materia de operaciones con recursos de pro-
cedencia ilícita representan uno de los fenómenos más per-
judiciales para la seguridad, la justicia, la economía y la
paz social de nuestro país. Este género de ilícitos significan
un desafío tanto para el estado como para la comunidad de
naciones, al grado que diversos tratados internacionales
contienen compromisos para su prevención y combate. 

La legislación nacional en materia de prevención, identifi-
cación, combate al lavado de activos y para la recuperación
de activos ha evolucionado de una manera importante en
los últimos años, significándose, como un acontecimiento
relevante, la emisión de la Ley Federal Para la Prevención
e Identificación de Operaciones con Recursos de Proce-
dencia Ilícita. 

Sin embargo, la incidencia de este género de conductas, sus
delitos precedentes y conexos, sigue impactando de mane-
ra seria al país. Lo anterior se hace evidente con la escasa
judicialización de casos complejos de lavado de activos y
la casi nula actividad del Estado en materia de recupera-
ción de activos como se detallará a continuación. 

Ante la urgente necesidad de avanzar en materia de seguri-
dad y justicia, es imperioso hacer los cambios necesarios
de la política pública en esta materia y expresar un com-
promiso de Estado, de manera clara, decidida y contunden-
te para combatir al crimen en el aspecto más relevante de
todos: sus finanzas. 

En consecuencia, al igual que ha ocurrido en la expresión
constitucional relacionada con otros delitos de la mayor
preocupación social, como son el secuestro, la trata de
personas, la tortura, la desaparición forzada y la corrup-
ción, es pertinente e impostergable que en materia de la-
vado de dinero se genere una política nacional. Dicha po-
lítica nacional debe contener los elementos para
homologar la regulación federal y la de las entidades fe-
derativas, sobre conductas típicas de operaciones con re-
cursos de procedencia ilícita y financiamiento al terroris-
mo, de procedimientos preventivos, informativos e



investigativos, distribución de facultades entre los tres
niveles de gobierno, así como legislación única en mate-
ria de extinción de dominio como instrumento idóneo pa-
ra la recuperación de activos. 

Lo anterior cobra relevancia al observar el hecho de que
aún existen estados en las que no existe este tipo penal, de
operaciones con recursos de procedencia ilícita, o que ca-
recen de unidades de inteligencia patrimonial y económica,
o bien, que la figura de extinción de dominio aún no rinde
los frutos que debiera generar de manera generalizada y
sistemática. 

En este sentido, se propone facultar al Congreso se la
Unión para emitir la legislación general, que establezca las
bases de esta compleja y urgente asignatura, que abarque
integralmente el fenómeno criminal del lavado de dinero y
financiamiento al terrorismo, tanto a nivel federal como 
local. 

El Código Penal Federal, en su Título Vigesimotercero de-
nominado “Encubrimiento y operaciones con recursos de
procedencia ilícita”, en su artículo 400 bis, enuncia las con-
ductas que encuadran en el tipo penal de operaciones con
recursos de procedencia ilícita y a lo que en lenguaje colo-
quial se le ha denominado “lavado de dinero o de activos”.

“El lavado de activos es el proceso a través del cual es
encubierto el origen de los fondos generados mediante
el ejercicio de algunas actividades ilegales o criminales
(por ejemplo narcotráfico o estupefacientes, contraban-
do de armas, corrupción, desfalco, crímenes de guante
blanco, extorsión, secuestro, piratería etcétera). El obje-
tivo de la operación, que generalmente se realiza en va-
rios niveles, consiste en hacer que los fondos o activos
obtenidos a través de actividades ilícitas aparezcan co-
mo el fruto de actividades legítimas y circulen sin pro-
blema en el sistema financiero.” (El GAFI-FATF (Gru-
po de Acción Financiera Internacional/ Financial Action
Task Force Against Money Laundering s.f.)

Dicho lo anterior, el lavado de dinero es una actividad
que socava el estado de derecho, ya que permite que el
dinero producto de actividades ilícitas se mezcle con re-
cursos que tienen un origen lícito, generando una per-
cepción irreal de legalidad de la actividad económica y
productiva de nuestro país. 

Esta actividad criminal es generadora de esquemas de co-
rrupción, de niveles tan extendidos, que la realización de

un ejercicio de medición del volumen de recursos genera-
dos ilícitamente en una jurisdicción, es un verdadero reto
para las autoridades, ya que no ha sido posible desarrollar
una metodología confiable debido a la insuficiente eviden-
cia empírica y a la multiplicidad de variables que presenta
esta actividad criminal.

Si se contabilizan los recursos generados por la economía
del crimen, tanto a nivel federal como local, considerando
los delitos que producen importantes flujos financieros ta-
les como tráfico de estupefacientes, evasión fiscal, corrup-
ción, crimen organizado y delitos patrimoniales, se obten-
drían cifras de importantes magnitudes en decenas de miles
de millones de dólares. 

Uno de los objetivos de sancionar penalmente las conduc-
tas asociadas con las operaciones con recursos de proce-
dencia ilícita es desincentivar la comisión de los delitos
que originan una renta o ganancia para el delincuente, me-
diante la imposición de barreras a la introducción de dichas
utilidades en la economía legal, por ello, con la aprobación
y publicación de la Ley federal para la prevención e iden-
tificación de operaciones con recursos de procedencia ilíci-
ta, el 17 de octubre de 2012, se generó un instrumento que
pretendía dar herramientas y directrices a la Unidad de In-
teligencia Financiera de la Secretaría de Hacienda (UIF) a
efecto de que pudiera detectar dichas operaciones y hacer-
las del conocimiento del ministerio público a efecto de ini-
ciar el procedimiento penal correspondiente.

Sin embargo, la realidad sobre la eficacia de este mecanis-
mo ha dejado mucho que desear, acorde a los datos esta-
dísticos que arroja el Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (Inegi), la última cifra a 2015, arroja que sólo
331 delitos fueron registrados bajo los tipos de encubri-
miento y operaciones con recursos de procedencia ilícita,
lo que habla de una precaria aplicación de la ley y de una
casi inexistente lucha por combatir este delito que mueve
miles de millones de pesos cada año y que se observa con
clara impunidad. Esto sin dejar de mencionar las cifras ac-
tualizadas a 2016, que arrojan cifras precarias respecto de
la ineficacia de las autoridades.
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Tabla I1

Esta información deja ver las bajas probabilidades de que
un reporte de operaciones facilitado por la UIF derive en la
imputación judicial y en sentencia condenatoria por lavado
de dinero, por lo que dichos reportes no han contribuido de
manera significativa a la detección, persecución, investiga-
ción ni sanción de esta clase de delitos, lo que hace paten-
te la inmediata intervención de esta soberanía, a efecto de
plantear mecanismos de corrección sobre la estructura le-
gal que se encuentra en vigor y que a todas luces hace me-
lla en su ineficiencia.

La baja incidencia de asuntos judicializados emanados de
carpetas de investigación, es producto no sólo de la falta de
mecanismos de prevención y del intercambio de informa-
ción entre las diversas dependencias y entidades, sino tam-
bién de la falta de tipos penales locales y de unidades de in-
vestigación de carácter redundante en las entidades
federativas, que contribuyan a combatir a nivel local el fe-
nómeno delictivo de lavado de dinero. Aunado a lo ante-
rior, el blanqueo de capitales se relaciona con materias que
son competencia estatal y municipal, como son los regis-
tros públicos de la propiedad y del comercio, los catastros
municipales, las licencias de construcción o de estableci-
mientos mercantiles entre otros, y que por estar lejos de la
óptica de la federación, se vuelven actividades idóneas pa-
ra el uso de recursos de procedencia ilícita.

Por su parte el Ejecutivo federal, en su quinto Informe de
Gobierno señaló que la Comisión Nacional de Seguridad, a
través de la Policía Federal, llevó a cabo acciones con el
propósito de dar seguimiento a los mecanismos de preven-
ción y detección de actos, omisiones y operaciones que pu-
dieran favorecer la comisión de los delitos de lavado de di-
nero y financiamiento al terrorismo y en dónde señala que,
entre otros:

•Atendió 53 requerimientos de mandamientos ministeria-
les y judiciales relacionados con el delito de operaciones
con recursos de procedencia ilícita: 33 órdenes de inves-
tigación, tres solicitudes de información, tres notificacio-
nes, siete órdenes de aprehensión, cinco denuncias ciuda-
danas y dos apoyos a diligencias ministeriales.

• Ejecutó seis operativos relacionados con el delito de
operaciones con recursos de procedencia ilícita, que tu-
vieron como resultado la puesta a disposición ante el
Ministerio Público de siete personas: un jefe de grupo
criminal y seis integrantes de organizaciones delictivas;
el aseguramiento de 168 kilogramos de cocaína, 5.1 ki-
logramos de heroína, 234 mil 60 dólares, tres armas, 15
cargadores, 5 mil 427 cartuchos y 11 vehículos.

• Se efectuaron 85 operativos institucionales e interins-
titucionales, en coordinación con autoridades federales,
estatales y municipales, para prevenir y combatir delitos
contra la salud y operaciones con recursos de proceden-
cia ilícita. Como resultado fueron asegurados 53 mil
431 pesos en efectivo; 950 mil 232 pesos en cheques,
más de 1.9 millones de dólares, 2 mil 110 euros, 268.6
kilogramos de cocaína, 217.4 kilogramos de metanfeta-
mina, 154 pastillas de metanfetamina, 29.3 kilogramos
de heroína, 31 armas de fuego, 5 mil 727 cartuchos y 23
vehículos. Asimismo, fueron puestos a disposición 68
presuntos integrantes de organizaciones delictivas y se
desarticularon 11 células delictivas.

De las acciones desarrolladas por el gobierno de la re-
pública, a través de la Procuraduría General de la Repú-
blica (PGR), se destacan:

• Se logró el aseguramiento en efectivo de 17.4 millones
de pesos y 7.1 millones de dólares; además en cuentas
bancarias 525.8 millones de pesos y 4.3 millones en 
dólares.

•Se iniciaron seis averiguaciones previas por el delito de
operaciones con recursos de procedencia ilícita; se de-



terminaron 104 averiguaciones previas, de las cuales 15
fueron por consignación sin detenido, en las que se ejer-
ció acción penal contra 20 personas.

• Respecto a las carpetas de investigación, se iniciaron
189 y se determinaron 31, de estas últimas, 23 se judi-
cializaron con detenido en contra de 29 personas, vin-
culando a proceso a 19.

• Se obtuvieron once sentencias condenatorias, una den-
tro del sistema tradicional y 10 en el Sistema de Justicia
Penal Acusatorio (SJPA), cuatro de las cuales fueron por
juicio oral.

Tabla II

De las cifras y datos proporcionados en el quinto Infor-
me de Gobierno, se actualizó la ineficacia del combate al
delito de operaciones con recursos de procedencia ilícita,
ya que si se reconocen cifras de decenas de miles de mi-
llones de dólares y en el último año sólo se aseguraron,
543.2 millones de pesos y 11.4 millones de dólares, (ni
siquiera se reportan decomisos), se refleja una enorme
brecha a corregir y superar para enfrentar el fenómeno
con el rigor necesario.

Por otro lado se evidencia el precario e ineficiente esque-
ma de procuración de justicia, ya que sólo se obtuvieron 11
sentencias condenatorias, una dentro del sistema tradicio-
nal y 10 en el SJPA, cuatro de las cuales fueron por juicio
oral, lo que denota que a pesar de que se han realizado las
investigaciones y reportes por parte de la UIF, a los minis-
terios públicos les ha causado una enorme dificultad impu-
tar y obtener vía judicial sentencia condenatoria y la recu-
peración de activos derivados de estas actividades ilícitas.

En este sentido, el gobierno federal desistió en reportar da-
tos relativos al procedimiento de extinción de dominio en
el quinto Informe de Gobierno de la presidencia, dadas las
muy exiguas cifras derivadas de la aplicación de ese pro-
cedimiento. 

La extinción de dominio, según María Eloísa Quintero, “es
una herramienta jurídica que se implementa contra ciertos
bienes, por revestir éstos características especiales; consiste
en la pérdida absoluta del dominio que tenía el particular so-
bre el bien, y su aplicación a favor del Estado. ¿Cómo se lle-
va a cabo esto?, pues en una acción que tiene carácter juris-
diccional, el Estado evalúa la situación de los bienes cuando
existen sospechas fundadas que señalan que éstos provienen
directa o indirectamente de actividades ilícitas, fueron utili-
zados como medio o instrumento para la comisión, o son el
fruto o el resultado de la enajenación de bienes que tienen ori-
gen en actividades ilícitas.” (Quintero s.f.)

Acorde a lo anterior, se hace evidente la correlación direc-
ta entre la figura de operaciones con recursos de proceden-
cia ilícita y la figura de extinción de dominio reconocida en
el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. 

La extinción de dominio ha sido y sigue siendo, una asig-
natura pendiente para la presente administración. Eviden-
cia de ello es el Comunicado 1702/16 de la PGR, dónde
manifiesta que en “este año se han obtenido seis sentencias
ejecutoriadas, correspondientes a 5 inmuebles con un valor
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aproximado de 77 millones 851 mil 674.91 moneda nacio-
nal, así como numerario en efectivo por las cantidades de
$2 millones 939 mil 900.00 moneda nacional y 988 mil
35.00 dólares americanos. Todo ello representa en su con-
junto 80 millones 791 mil 574.91 moneda nacional y 988
mil 35.00 dólares americanos”, lo que evidencia la casi nu-
la aplicación de esta figura jurídica para hacer frente al
combate de la criminalidad.

Dicho lo anterior, la presente iniciativa, pretende reformar
el artículo 73 de la Carta Magna, a efecto de que el Con-
greso de la Unión, tenga la facultad de expedir la ley gene-
ral que establezca los tipos penales y sus sanciones en ma-
teria de operaciones con recursos de procedencia ilícita y
financiamiento al terrorismo, así como la distribución de
competencias para la prevención e identificación así como
las formas de coordinación entre la federación, las entida-
des federativas y los municipios y las instancias que deban
acometer dichas tareas.

Como sucede hoy en día en materia de secuestro, la pre-
sente iniciativa busca dar pie a que las entidades federati-
vas que integran la federación cuenten con una herramien-
ta eficiente para combatir los recursos de procedencia
ilícita, independientemente del monto que impliquen, a tra-
vés de un mecanismo homologado a nivel nacional y que
tenga un énfasis en la prevención, la detección e intercam-
bio de información, así como los mecanismos de persecu-
ción y de imputación por parte de los fiscales locales y fe-
derales que permitan aumentar de manera significativa los
procesos penales correspondientes.

Lo anterior a efecto de que se cuente con los tipos penales
correspondientes y acordes con los tratados internacionales
y recomendaciones en la materia, así como de delimitar las
competencias y facultades al conjunto de autoridades, tan-
to del orden hacendario, económico, de seguridad y minis-
terial a efecto de facilitar las investigaciones y logar una
mejor persecución de este delito. A efecto de lo anterior,
una vez aprobada la reforma constitucional serán de enor-
me relevancia tanto las recomendaciones del Grupo de Ac-
ción Financiera Internacional como los resultados de la
evaluación mutua que dicho grupo de expertos ha realiza-
do a nuestro país recientemente.

El Estado Mexicano ha suscrito diversos instrumentos in-
ternacionales, tales como la Convención de las Naciones
Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sus-
tancias Psicotrópicas y la Convención de las Naciones Uni-
das contra la Delincuencia Organizada Transnacional, en

los que se determina la obligación de los Estados Parte de
instrumentar procedimientos encaminados a la privación,
con carácter definitivo, de algún bien de origen ilícito por
decisión de un tribunal o de una autoridad competente, así
como considerar la posibilidad de revertir la carga de la
prueba respecto del origen lícito de dichos bienes, en la
medida en que ello sea compatible con los principios del
derecho interno, situación que el estado mexicano ha cum-
plido pero sin efectividad.

Para mayor entendimiento, se expone el siguiente compa-
rativo:

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a consi-
deración de esta Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma la fracción XXI del artí-
culo 73 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos

Artículo Único. Se reforma el primer párrafo del inciso
a), el inciso c) y se adicona un inciso d), de la fracción XXI
del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo. 73. …

I a XX. …



XXI. …

a) Las leyes generales que establezcan como míni-
mo, los tipos penales y sus sanciones en las materias
de secuestro, desaparición forzada de personas, otras
formas de privación de la libertad contrarias a la ley,
trata de personas, tortura y otros tratos o penas crue-
les, inhumanos o degradantes, electoral y operacio-
nes con recursos de procedencia ilícita y financia-
miento al terrorismo.

...

b) …

c) La legislación única en materia procedimental pe-
nal, de mecanismos alternativos de solución de con-
troversias en materia penal, de ejecución de penas y
de justicia penal para adolescentes, que regirá en la
República en el orden federal y en el fuero común;

d) La legislación única en materia de extinción de
dominio, que regirá en la República en el orden
federal y en el fuero común.

…

…

XXII. a XXXI. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El Congreso de la Unión expedirá en un plazo de
180 días las leyes referidas en el artículo 73 fracción XXI,
materia de la presente reforma.

Tercero. Se derogan todas las disposiciones opuestas al
presente decreto.

Cuarto. La Ley General en materia de operaciones con re-
cursos de procedencia ilícita y financiamiento al terroris-
mo, que el Congreso de la Unión expida, deberá contem-
plar los procedimientos de prevención e identificación.

Quinto. Hasta en tanto no se expida el procedimiento úni-
co en materia de extinción de dominio, seguirá en vigor la

Ley Federal de Extinción de Dominio, Reglamentaria del
artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

Nota

1 Inegi. 

http://www.beta.inegi.org.mx/app/areasgeograficas/?ag=00

Salón de sesiones de la Cámara de Diputados, Palacio Legislativo de
San Lázaro, a 26 de octubre de 2017.— Diputados y diputadas: José
Hernán Cortés Berumen, Adriana Elizarraraz Sandoval, Alejandra
Gutiérrez Campos, Alfredo Miguel Herrera Deras, Ariel Enrique Co-
rona Rodríguez, Arlette Ivette Muñoz Cervantes, Enrique Cambranis
Torres, Gerardo Federico Salas Díaz, Gerardo Gabriel Cuanalo Santos,
Gretel Culin Jaime, Herminio Corral Estrada, Hugo Alejo Domínguez,
Ingrid Krasopani Schemelensky Castro, J. Apolinar Casillas Gutiérrez,
Javier Antonio Neblina Vega, Jorge López Martín, José Antonio Salas
Valencia, José Everardo López Córdova, José Máximo García López,
José Teodoro Barraza López, Juan Corral Mier, Kathia María Bolio Pi-
nelo, Leonel Gerardo Cordero Lerma, Leticia Amparano Gamez, Lilia
Arminda García Escobar, Luis Agustín Rodríguez Torres, Luis de
León Martínez Sánchez, Luis Fernando Antero Valle, Luis Fernando
Mesta Soule, Luis Gilberto Marrón Agustín, María Guadalupe Mur-
guía Gutiérrez, María Mercedes Aguilar López, María Olimpia Zapata
Padilla, María Verónica Agundis Estrada, Mariana Arámbula Melén-
dez, Martha Cristina Jiménez Márquez, Miguel Ángel Huepa Pérez,
Miguel Ángel Salim Alle, René Mandujano Tinajero, Sofía González
Torres, Ulises Ramírez Núñez, Víctor Ernesto Ibarra Montoya, Wen-
ceslao Martínez Santos (rúbricas).»

La presidenta diputada María Ávila Serna: Muchas
gracias, diputado José Hernán Cortés. Túrnese a la Co-
misión de Puntos Constitucionales para dictamen.

La diputada Sofía González Torres (desde la curul): Pre-
sidenta.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Sonido en la
curul de la diputada Sofía González, por favor.

La diputada Sofía González Torres (desde la curul): Mu-
chas gracias, presidenta. Para pedirle por favor al diputado
Cortés si me deja suscribir la iniciativa.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Diputado
Cortés, pregunta la diputada Sofía González. Adelante,
diputada, puede suscribirla. Los demás diputados que de-
seen suscribirse a la misma, estará aquí a disposición. 
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LEY DE LA COMISIÓN FEDERAL
DE ELECTRICIDAD

La presidenta diputada María Ávila Serna: A continua-
ción tiene el uso de la palabra por cinco minutos el dipu-
tado Julio Saldaña Morán, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, para presentar dos
iniciativas, la primera de ellas con proyecto de decreto que
adiciona el artículo 12 de la Ley de la Comisión Federal de
Electricidad, e iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo
y de la Ley del Seguro Social.

El diputado Julio Saldaña Morán: Con su venia, diputada
presidenta. Con el permiso de diputadas y diputados. El día
de hoy vengo a presentar dos iniciativas que son de carácter
social, que buscan mejorar la calidad de vida de niñas y niños
y, desde luego, trabajadoras y trabajadores mexicanos, dos
sectores de la población que hoy necesitan de nuestro esfuer-
zo, de nuestro respaldo para poder darle fortaleza a sus dere-
chos y que puedan ser reconocidos ampliamente.

La primera iniciativa que hoy les comparto propone refor-
mar la Ley Federal del Trabajo y la Ley del Seguro Social,
con el fin de otorgar a los trabajadores certezas y evitar si-
mulación o defraudación, como ya suele suceder en algu-
nos sectores laborales.

De manera muy concreta, al redefinir el régimen de sub-
contratación, se busca que los patrones acrediten su res-
ponsabilidad y cumplimiento con las obligaciones fiscales,
laborales y de seguridad social. Ese es el espíritu, esa es
una parte del mismo.

Con esto ¿qué buscamos? Buscamos que con esto se eli-
minen los vacíos legales que muchas veces los patrones
aprovechan para no cumplir con la generación de contra-
tos, capacitación y, sobre todo, la debida remuneración
de los trabajadores. Es algo que debemos de ponerle
atención en este Congreso para poder ayudar y respaldar
a que la subcontratación pueda brindarles todos los dere-
chos a los trabajadores.

Aquí mismo en el Congreso ya hemos visto que hay ano-
malías y que poco hemos podido hacer por ellos y por mu-
chos otros más.

Por otro lado, la segunda propuesta que presento, es para que
las niñas y los niños cuenten con energía eléctrica dentro de
los centros escolares, toda vez que las altas temperaturas que

imperan en el país obligan a mantener climas dentro de las es-
cuelas, pero muchas veces no pueden debido a la falta de la
liquidez económica de los padres de familia.

La educación es un derecho consagrado en la Constitución,
pero este derecho no puede entenderse si el Estado no pre-
vé las condiciones para la enseñanza, operación y funcio-
namiento de las diferentes escuelas.

Sin embargo, la educación no debe considerarse como una
obligación del Estado, sino como una actividad principal pa-
ra acceder al nivel de desarrollo y bienestar para todo el país.

Para que dicha educación sea eficaz es necesario que cuen-
te con la infraestructura necesaria, en este caso son los ser-
vicios de energía eléctrica.

Pido a diputadas y a diputados que puedan respaldar esta
iniciativa. Hay escuelas hoy en día a lo largo y ancho del
país que carecen de tener un clima, por una razón. No to-
das las escuelas tienen el beneficio de tener una energía
eléctrica subsidiada por el Estado. Muchas escuelas no lo
tienen y los padres de familia tienen que organizarse para
poder cubrir ese gasto.

Es por ello que hoy pido a las autoridades federales, esta-
tales, que deben de ser responsables del suministro de la
energía eléctrica y el pago de este servicio básico que for-
ma parte de los derechos económicos, sociales y culturales
de todas las personas.

En el Grupo Parlamentario del PRD, lo hemos demandado
y lo hemos pedido, hoy me toca decirle de frente a cada una
de ustedes. Les pido, por favor, por favor, ya lo dije, que
pudiéramos sumar en esta iniciativa el esfuerzo y el respal-
do de todas y cada uno de ustedes. Hay muchas escuelas,
no solo en el estado de Veracruz sino en diferentes estados,
no pueden a veces realizarse las actividades educativas o
las altas temperaturas que hoy demandan un bienestar y un
mayor desarrollo como es tener un clima en el aula.

Demando a su buena voluntad que pudiéramos ayudar ayu-
dando a niñas y a niños que tengan una mejor calidad de vi-
da a través de una mejor educación. Muchas gracias por su
atención. Es cuanto, diputada presidenta.

«Iniciativa que adiciona el artículo 12 de la Ley de la Co-
misión Federal de Electricidad, a cargo del diputado Julio
Saldaña Morán, del Grupo Parlamentario del PRD



Planteamiento del problema

El derecho a la educación no se puede entender si el Esta-
do no satisface las condiciones para la enseñanza, la ope-
ración y el funcionamiento de las escuelas. La educación
no sólo debe entenderse como una obligación del Estado,
es una actividad estratégica de primera prioridad para ac-
ceder a niveles de desarrollo y de bienestar para todos los
habitantes del país. Una de las condiciones necesarias para
que la función educativa pueda ser eficaz es que las escue-
las cuenten con servicio de energía eléctrica, y que no se
vean afectadas por el corte en el servicio por falta de pago.

La Constitución establece en el artículo 3o., párrafo terce-
ro la obligación del Estado en esta materia:

El Estado garantizará la calidad en la educación obliga-
toria de manera que los materiales y métodos educati-
vos, la organización escolar, la infraestructura educativa
y la idoneidad de los docentes y los directivos garanti-
cen el máximo logro de aprendizaje de los educandos.

Las autoridades educativas federales y estatales, de confor-
midad con sus competencias, deben ser responsables del
suministro de energía eléctrica y del pago de este servicio
básico, que forma parte de los derechos económicos, so-
ciales y culturales de toda persona humana.

Adicionalmente se tiene que dar cumplimiento al mandato
constitucional de gratuidad de toda educación que imparta
el Estado, por lo que es inaceptable que sean los padres de
familia quienes, mediante cooperaciones, tengan que hacer
frente al pago por el servicio de energía eléctrica que re-
quieren las escuelas para su funcionamiento.

Argumentos

Con información de los resultados definitivos del Censo de
Escuelas, Maestros y Alumnos de Educación Básica y Es-
pecial (CEMABE), dados a conocer por el Instituto Na-
cional de Estadística y Geografía (Inegi) el 31 de marzo de
2014, existen en el país un universo de 273 mil 317 plan-
teles educativos, 261 mil 631 de ellos se encontraban en
operación. Fueron censados 236 mil 973, los restantes 24
mil 658 no pudieron ser censados por negativas adminis-
trativas de las entidades federativas.

De los 236 mil 973 planteles censados 87.6 por ciento co-
rrespondió a planteles de educación básica y especial, es

decir, 207 mil 682 centros de trabajo que se distribuyen de
la siguiente manera:

De las 207 mil 682 escuelas 179 mil 505 (86.4 por ciento)
son públicas, mientras que las restantes 28 mil 177 (13.6
por ciento) son privadas.

Las escuelas públicas a su vez se distribuyen de la siguien-
te manera:

La disponibilidad de energía eléctrica es de 99.9 por cien-
to para las escuelas privadas y de 88.8 por ciento para las
escuelas públicas, en ambos casos de educación básica.

La energía eléctrica es una necesidad básica insustituible y
su acceso forma parte de los derechos humanos de tipo
económico y social, o al menos una condición sin la cual es
imposible el disfrute de estos derechos. El Estado tiene la
obligación de asegurar la entrega del servicio eléctrico co-
mo parte de un piso de derechos mínimos que tiene que ga-
rantizar a toda la población.

Es por medio de la energía eléctrica que se puede acceder
a una educación de más calidad a través de los medios de
comunicación, la informática y la internet.
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En marzo de 2016, se firma el convenio marco entre el Insti-
tuto Nacional de la Infraestructura Física Educativa y la Co-
misión Federal de Electricidad CFE.1 De acuerdo con el titu-
lar de la Secretaría de Educación Pública, con la firma de este
convenio se garantizaría una cobertura de energía eléctrica de
100 por ciento en los planteles públicos de educación básica
a nivel nacional, reconoció también que 10.4 por ciento de
los planteles a nivel nacional carecen de este servicio básico,
y que el problema es aún más grave en Chiapas, Michoacán
y Chihuahua, en los que la falta de cobertura eléctrica afecta
a más de 20 por ciento de los planteles.

Por su parte, en el Informe 2016 la Educación Obligatoria
en México, a cargo del Instituto Nacional para la Evalua-
ción de la Educación asienta a partir de los resultados de la
Evaluación de Condiciones Básicas para la Enseñanza y el
Aprendizaje (ECEA), que se realiza cada cuatro años por
nivel educativo y que para el ciclo escolar 2014-2015 se
aplicó a nivel primaria, se determina el nivel de satisfac-
ción de un cuadro básico que incluye 68 condiciones refe-
ridas a siete ámbitos y 21 dimensiones como se muestra a
continuación:

El marco básico de ECEA se entiende como el “mínimo
irreductible” del derecho a la educación, por lo que se es-
pera que todas las escuelas, independientemente de dónde
se ubiquen, del tipo de servicio que ofrezcan y de la pobla-
ción que atiendan, cuenten, cuando menos, con esas condi-
ciones.

En relación a los servicios básicos con los que cuentan las
escuelas primarias, en particular el servicio de energía
eléctrica se observa que en las escuelas primarias genera-
les, 7.5 por ciento de las no multigrado carece de energía
eléctrica; en las generales multigrado las circunstancias
son aún peores: 18.8 por ciento carece de energía eléctrica
algunos días. Pero de nuevo las condiciones más desfavo-

rables se registran en las escuelas indígenas y comunita-
rias, de las cuales entre una tercera parte y casi la mitad ca-
rece de energía eléctrica. Estas condiciones se explican en
gran parte por las características de infraestructura de las
localidades, pues ese tipo de escuelas suelen estar ubicadas
en comunidades rurales con altos o muy altos grados de
marginación, que en ocasiones no disponen de servicios
públicos. En la tabla siguiente se expresan los resultados
respecto de la disponibilidad de agua y energía eléctrica:

¿Cómo se financian los gastos de operación de las escuelas
públicas de educación básica?

De nueva cuenta en el capítulo 1 Recursos económicos pa-
ra la operación de las escuelas2 una investigación del Ins-
tituto Nacional para la Evaluación de la Educación se ob-
tienen los siguientes datos, en el caso de los servicios,
dentro de los cuales se incluye el servicio por el suministro
de energía eléctrica, en promedio los padres de familia asu-
men 46.7 por ciento del costo, 33.1 por ciento las autorida-
des educativas estatales, 0.9 por ciento el Programa Escue-
las de Calidad, 16.1 por ciento las autoridades municipales,
y 3.2 por ciento a partir de otras fuentes no especificadas.
Como se puede apreciar, en todos los rubros salvo el de pa-
go al personal de apoyo, la carga mayoritaria recae en los
padres de familia, situación que en los hechos contraviene
la disposición constitucional de gratuidad de la educación
que imparta el Estado.

En la tabla a continuación se ilustra cuál es la principal
fuente de recursos económicos para la operación de las es-
cuelas.



Con un nivel de desagregación mayor se puede ver que en
las diferentes modalidades de escuela el pago de los servi-
cios básicos se asume por los padres de familia en un por-
centaje cercano a 50 por ciento, salvo en el caso de las es-
cuelas comunitarias en las que asciende a más de 65 por
ciento, tal como lo muestra la tabla a continuación:

La misma investigación señala que en promedio 71.5 por
ciento de las escuelas reciben aportaciones de parte de los
padres de familia, y la aportación promedio es de 272 pe-
sos anuales por alumno. Tal como lo muestra el cuadro 
siguiente:

Finalmente, el monto total anual promedio de aportaciones
voluntarias, a partir de las cuales se cubren costos de servi-
cios y comunicación, infraestructura, mobiliario y equipo en
escuelas públicas se consigna en la tabla a continuación:

Concluye el estudio que se comenta que: “También se ob-
servó que la solicitud de aportaciones económicas volunta-
rias en las escuelas públicas es una práctica muy extendi-
da. A partir de los hallazgos es comprensible que éstas
soliciten cuotas económicas de los padres pues dependen
de ellas para cubrir los gastos de operación. De acuerdo
con esto, se puede afirmar que sin las aportaciones econó-
micas de los padres de familia, una gran cantidad de es-
cuelas limitaría su operación o carecería de recursos esen-
ciales para su funcionamiento.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 14 de noviembre de 2017137



Año III, Primer Periodo, 14 de noviembre  de 2017 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados138

Si bien la petición de cuotas ha sido la forma tradicional en
que ha funcionado el Sistema Educativo Mexicano para
solventar las necesidades de operación de las escuelas, la
dependencia de las aportaciones económicas de los padres
tiene varios inconvenientes. En primer lugar, no garantiza
que los planteles cuenten con los recursos necesarios para
realizar sus funciones, pues las cuotas económicas estarán
supeditadas al nivel socioeconómico de los padres...

De acuerdo con lo anterior, delegar la responsabilidad de
los gastos de operación de las escuelas en los padres de
familia afecta en especial a las que se encuentran en con-
textos desfavorecidos; en estos centros educativos los
padres tienen menores posibilidades de realizar aporta-
ciones económicas y los montos de sus contribuciones
son menores. En consecuencia, se puede inferir que en
estos contextos, al depender de las aportaciones de los
padres, las escuelas tendrán también menores oportuni-
dades de resolver las necesidades que enfrentan, lo cual
podría dificultar garantizar condiciones adecuadas para
el trabajo de docentes y alumnos.

En segundo lugar, la dependencia de las escuelas de los re-
cursos económicos que aportan diferentes actores educati-
vos, en particular los padres de familia, para financiar su
operación, puede afectar también los procesos de enseñan-
za y aprendizaje. Es probable que los diferentes miembros
de la comunidad escolar (directores, docentes, padres de
familia) estén dedicando tiempo dentro y fuera de la jorna-
da escolar para conseguir apoyos económicos para la ope-
ración de los planteles, lo cual puede distraerlos de las ta-
reas educativas. En tercer lugar, esta forma de solventar las
necesidades de los centros escolares puede ocasionar pro-
blemas en la relación que sostienen las escuelas con las fa-
milias; por ejemplo, con el monto que se fija para las cuo-
tas, la administración de los recursos y su utilización. La
insatisfacción de los padres con alguna de estas actividades
puede ocasionar fricciones con el cuerpo docente y directi-
vo. Sin lugar a dudas, los problemas derivados de las res-
ponsabilidades que delega el Estado a las escuelas para
conseguir los recursos económicos con los padres de fami-
lia pueden afectar también las tareas educativas…

De acuerdo con las reflexiones efectuadas en este capítulo,
es necesario que el Estado implemente medidas de política
educativa que puedan garantizar la operación adecuada de
todas las escuelas, particularmente de aquellas que se en-
cuentran en contextos desfavorecidos, a partir de una lógi-
ca de equidad educativa, de tal forma que se evite acrecen-
tar las desigualdades educativas y la exclusión social.”

Por otro lado, México como estado parte de la Organiza-
ción de las Naciones Unidas y de la UNESCO debe asumir
los compromisos de los tratados internacionales en materia
de derechos humanos.

La Declaración Universal de los Derechos Humanos asien-
ta en su artículo 22: “Toda persona, como miembro de la
sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener,
mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacio-
nal, habida cuenta de la organización y los recursos de ca-
da Estado, la satisfacción de los derechos económicos, so-
ciales y culturales, indispensables a su dignidad y a libre
desarrollo de su personalidad”. De acuerdo con la UNES-
CO el derecho a la educación les impone a los Estados tres
niveles de obligación:

La obligación de respetar, la de proteger y la de cumplir
con cada uno de los “rasgos esenciales” (disponibilidad,
accesibilidad y adaptabilidad) del derecho a la educación.

1. La obligación de respetar exige que el Estado evite
tomar medidas que estorben o impidan el disfrute del
derecho a la educación.

2. La de proteger obliga al Estado a tomar medidas pa-
ra prevenir que una tercera parte pueda interferir en el
ejercicio del derecho a la educación. 

3. La obligación de cumplir se entiende como la de fa-
cilitar y suministrar. La obligación de facilitar le impo-
ne al Estado la adopción de medidas positivas con el fin
de ayudar a los particulares y a las comunidades a dis-
frutar del derecho a la educación. Además, los Estados
tienen también la obligación de hacer efectivo el dere-
cho a la educación.

En los tratados internacionales en la materia adoptados por
nuestro país, y que reafirman la tesis de no considerar la
prestación de este servicio como una simple mercancía si-
no como un derecho social al que deben acceder todos los
habitantes en igual rango de importancia como el derecho
a la alimentación, a la salud y a la educación.

Tomando en cuenta que los derechos humanos están su-
jetos a su progresividad e interdependencia para su con-
secución efectiva, hay que enfatizar que la energía eléc-
trica es hoy una condición previa indispensable para el
acceso de todos los ciudadanos y ciudadanas a la salud,
el agua, la educación, la información, el combate a la dis-
criminación, los avances tecnológicos y científicos, es



decir, a tener los medios para el libre desarrollo de su
dignidad y su personalidad.

Desde la perspectiva de los derechos humanos, el pago por
el servicio de la energía eléctrica no debe ser obstáculo pa-
ra la satisfacción del derecho a la educación. Es decir, pa-
ra cubrir los gastos de energía eléctrica no debe sacrificar-
se el disfrute de los derechos a la alimentación, la salud,
educación, etcétera, como actualmente ocurre con las es-
cuelas en varias entidades del país.

Mientras que la energía eléctrica constituya un elemento
fundamental para el disfrute de los demás derechos huma-
nos, atendiendo los principios de universalidad, interde-
pendencia, indivisibilidad, y progresividad, el Estado me-
xicano debe asumir la obligación de proveer esta condición
con el fin de que el derecho a la educación sea efectivo.

También es muestra de inequidad, desigualdad e injusticia
social que mientras la operación de las escuelas públicas
está dependiente de las aportaciones de los padres de fami-
lia, en México el costo de la corrupción es de entre 9 y 10
por ciento del producto interno bruto, equivalente a 347
mil millones de pesos al año, cantidad con las que podrían
satisfacerse ampliamente las necesidades de operación de
las escuelas públicas de educación básica en el país.

Es inaceptable que el pago de la energía eléctrica, en los
planteles escolares que cuenten con este servicio, se sol-
vente parcialmente con cargo a las “cooperaciones volun-
tarias” de los padres de familia, o que ante la imposibilidad
de pago se prive a los planteles escolares del suministro de
energía eléctrica, negándose en los hechos el derecho hu-
mano a la educación.

Fundamento legal

Por lo expuesto y con fundamento en lo dispuesto en el ar-
tículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, nu-
meral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, someto a la consideración de esta
soberanía, la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por la que se adiciona la fracción X del artícu-
lo 12 de la Ley de la Comisión Federal de Electricidad

Artículo Único. Se adiciona la fracción X del artículo 12
de la Ley de la Comisión Federal de Electricidad para que-
dar como sigue:

Artículo 12. El Consejo de Administración, órgano supre-
mo de administración de la Comisión Federal de Electrici-
dad, será responsable de definir las políticas, lineamientos
y visión estratégica de la Comisión Federal de Electricidad,
sus empresas productivas subsidiarias y empresas filiales.
Al efecto, tendrá las funciones siguientes: 

I. a IX. …

X. Aprobar políticas generales para cancelar adeudos a
cargo de terceros y a favor de la Comisión Federal de
Electricidad cuando exista inviabilidad económica o im-
posibilidad práctica de su cobro, o tratándose de acti-
vidades públicas estratégicas del Estado mexicano,
así como las políticas para el otorgamiento de mutuos,
garantías, préstamos o cualquier tipo de créditos y para
la exención de dichas garantías; 

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 https://www.gob.mx/sep/videos/firma-del-convenio-marco-cfe-sep

2 http://publicaciones.inee.edu.mx/buscadorPub//P1/D/232/P1D232_
07E07.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de octubre de 2017.— Dipu-
tados: Julio Saldaña Morán, Araceli Madrigal Sánchez (rúbricas).»

La presidenta diputada María Ávila Serna: Muchas
gracias, diputado Julio Saldaña. Túrnese a la Comisión
de Energía, para dictamen

LEY FEDERAL DEL TRABAJO Y
LEY DEL SEGURO SOCIAL

El diputado Julio Saldaña Morán: «Iniciativa que reforma
diversas disposiciones de las Leyes Federal del Trabajo, y
del Seguro Social, a cargo del diputado Julio Saldaña Mo-
rán, del Grupo Parlamentario del PRD
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Problemática

La iniciativa que se pone a la consideración del pleno de
esta Cámara, está vinculada directamente al trabajo bajo el
régimen de subcontratación.

En su parte medular, expresa múltiples argumentos, por
virtud de los cuales se sustenta la necesidad de hacer una
definición más amplia del concepto que regula al citado 
régimen.

De lo que se trata es de evitar la afectación e incertidumbre
de los legítimos intereses del trabajador, puesto que ello
opera en detrimento de los más altos valores de justicia que
deben permear en una relación laboral. 

En un estudio profundo de la reforma laboral aprobada en
2012, se detectó la necesidad de definir de una forma mu-
cho más certera y amplia al citado régimen de subcontrata-
ción laboral, con lo cual se evitarán confusiones y se ce-
rrarán espacios para evitar la simulación y defraudación
fiscal, males que aquejan a los trabajadores del país y al
erario público. 

Argumentación

En el planteamiento de la problemática que dio sustento a
la iniciativa de ley por la que se reforman los artículos 40
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,
15-C y 540 de la Ley Federal del Trabajo, se establecieron,
entre otros, los siguientes puntos:

1. Carencia en estructuras legales. 

La subcontratación evidencia carencias en su estructura le-
gal, necesita bases sólidas, con características particulares
que logren regular, observar y realizar la práctica de dicha
opción libremente y sin ambigüedades. 

Es decir, existen espacios propicios para interpretaciones
ajenas al objeto del régimen, lo cual genera que diversos
entes operen fuera del sentido de ley. 

Por ello, es importante suplir esas carencias por un texto le-
gal que asegure que quien lleva a cabo este tipo de activi-
dades, lo haga en un marco normativo sólido, que además
establezca, sin lugar a dudas, los elementos que acrediten
la responsabilidad en el cumplimiento de obligaciones fis-
cales, laborales y de seguridad social. 

Esto puede acreditarse si quien se dice patrón cumple con
las obligaciones que en diversos apartados de la ley se es-
tablecen como ineludibles y que en muchos de los casos no
se cubren a cabalidad, tales como la generación de contra-
tos, la capacitación y la debida remuneración de los traba-
jadores.  

2. Mejorar procesos de fiscalización y control de las em-
presas de este sector. 

Alcanzar este objetivo depende del establecimiento de pro-
cesos de fiscalización para quienes ofrecen o contraten ser-
vicios de personal, puesto que así las empresas que se de-
diquen a esta modalidad de negocio, o bien contraten estos
servicios, estarán obligadas a cumplir con revisiones que
permitan verificar el cumplimiento estricto de los requisi-
tos señalados por la legislación de la materia.1

Actualmente, los procesos para ejercer actos de fiscaliza-
ción respecto de las empresas dedicadas a la subcontrata-
ción, se tornan complejos, lo anterior porque, en primera
instancia, es difícil identificar a las entidades económicas
que llevan a cabo este tipo de actividades, pues en muchos
de los casos los servicios que se prestan en esta modalidad
no se encuentran registrados en este régimen, o incluso
ellas mismas no se reconocen como parte del concepto.  

Diversas entidades consideran que el trabajo que llevan a
cabo, a pesar de tener características afines al régimen de
subcontratación, deben ubicarse como prestación de servi-
cios, sustentando su posición en la indefinición vigente en
la ley, a pesar del intento realizado por formalizar el con-
cepto desde 2012. 

Para someter a revisión a empresas dedicadas a este régi-
men, primero se debe establecer de forma clara quiénes es-
tán sujetos a la aplicación de la ley, para evitar que exista
una indefinición que deje zonas abiertas a interpretaciones
o incumplimientos que posteriormente compliquen los pro-
cesos de fiscalización.  

3. Necesidad de control de las empresas de subcontrata-
ción. 

Debe existir una mayor certidumbre en relación a quienes
se dedican a esta actividad o la contratan, lo cierto es que
concurre un número indeterminado de empresas irregula-
res que están violando la ley en este momento, tanto en el
ámbito laboral, como en el fiscal.2



Una de las principales preocupaciones en relación con el
tema es la identificación de las empresas sujetas al trabajo
en régimen de subcontratación, lo cual genera una necesi-
dad de control que permita identificar y sujetar al cumpli-
miento de obligaciones a contratantes y contratistas, lo cual
operaría en beneficio de los trabajadores y del Estado. 

No existen actualmente datos estadísticos de las empresas
que se dedican a esta actividad, por ello, no pueden identi-
ficarse tampoco las que infringen las disposiciones legales
y las que cumplen adecuadamente con sus obligaciones,
que además pueden ser promotoras del desarrollo econó-
mico, del incremento en la recaudación y generación de
empleos, elementos todos indispensables para el futuro de
nuestro país. 

4. Creación de un padrón de empresas de subcontratación. 

Si la subcontratación no garantiza el cumplimiento del
compromiso laboral, como el pago de salarios y prestacio-
nes, o el entero de las cuotas y aportaciones de seguridad
social, en términos del numeral 13 de la Ley Federal del
Trabajo, su contraparte (contratante) tiene que responder
mediante la figura de responsabilidad subsidiaria.

Para esto, sin duda es de gran utilidad legislar el registro de
un padrón, así como la realización de inspecciones y la cer-
tificación del cumplimiento de la ley.3

Como se indica en los párrafos anteriores, es prioritario
establecer medidas de control para las empresas sujetas a
este régimen, lo cual puede lograrse mediante la creación
de un padrón de empresas que faciliten la identificación
y en su caso la revisión del cumplimiento fiscal, laboral
y de seguridad social de las obligaciones que correspon-
den a las mismas. 

En ese sentido, es importante destacar que, en fecha re-
ciente, el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (Co-
nacyt) en conjunto con importantes actores del medio de la
subcontratación,4 dieron a conocer un proyecto en virtud
del cual se identificará a las empresas del sector que ope-
ran al amparo del régimen contenido en el Programa de Es-
tímulos a la Investigación, Desarrollo Tecnológico e Inno-
vación (PEI).

Este Programa contempla en su emisión del ejercicio fis-
cal 2017, los criterios (laborales y fiscales) para incorpo-
rar estímulos en los esquemas de gasto corriente para las
empresas, lo cual podría sentar las bases del padrón que

se menciona, considerando que los parámetros científi-
cos con que se llevará a cabo el estudio darán un susten-
to formal a este registro.

Una vez ubicadas las empresas que operan al amparo de es-
te régimen, podrán llevarse a cabo acciones que permitan
la optimización en el cumplimiento de las diferentes leyes
a las que están afectas. 

5. Parámetros de revisión. 

Cabe tener en cuenta que las diligencias de inspección se
pueden orientar sobre la base de una normatividad especí-
fica al haberse creado ya una “Norma Mexicana” a la que
pueden sujetarse las contratistas y sus beneficiarias.

El pasado 6 de diciembre de 2016 en el Diario Oficial de la
Federación, se presentó a consulta púbica el proyecto de
Norma Mexicana de Subcontratación y/o Tercerización,
PROY-NMX-R-086-SCFI-2016 mismo que establece una
serie de parámetros de cumplimiento de obligaciones fis-
cales y de gestión de la calidad. 

Esta norma, una vez que inicie su vigencia, abre la posibi-
lidad de que las empresas dedicadas a este tipo de activi-
dades, certifiquen que, bajo los parámetros de esta disposi-
ción, han cumplido con sus obligaciones fiscales, pero que
además reúnen características en su organización, orienta-
das a un sistema de gestión de la calidad,  que les permite
satisfacer las necesidades y requerimientos de sus trabaja-
dores y de los clientes a los que prestan servicios.

Por ello, una vez definido adecuadamente en la ley el régi-
men de subcontratación, e identificadas puntualmente las
empresas que llevan a cabo esta actividad mediante un pa-
drón, la formalidad de estos entes podría sustentarse bajo
los parámetros de la norma, siendo su certificación un in-
dicador de cumplimiento para efectos de sus relaciones co-
merciales y con sus trabajadores.

No así con las autoridades fiscales, las cuales cuentan con
procedimientos y facultades asignadas en diversas disposi-
ciones para acreditar que un contribuyente cumple con sus
compromisos fiscales.5

6. Congruencia en la definición del régimen. 

Como se observa, en la Ley del Seguro Social en sus artícu-
los 15-A y 75 relativos a la intermediación laboral, así como
su aplicación a empresas subcontratistas, existe una idea de
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“patrón” funcional para la seguridad social, pero que se aleja
del concepto de patrón de la legislación laboral.

En diversos sectores se ha criticado la existencia de dispo-
siciones legales que pretenden regular la subcontratación
pero que lo hacen sin guardar congruencia entre los con-
ceptos descritos en cada uno de los ordenamientos. 

Lo anterior ocurre en virtud de que los intentos en la Ley
del Seguro Social por regular actividades de este tipo se hi-
cieron en 2009, antes de la reforma laboral de 2012 que de-
nomina al régimen. 

Se hace necesario entonces, unificar las disposiciones le-
gales que regulan a la subcontratación, de tal manera que
se evite la incertidumbre y se dejen espacios a la interpre-
tación indebida. 

Es por esto que se sugiere una modificación que, aunque
pareciera mínima, atiende a las características reales del ré-
gimen: actualmente el texto de la Ley del IMSS remite a la
posibilidad de que el beneficiario (contratante) lleve a ca-
bo funciones de dirección respecto de los trabajadores del
contratista, cuando la Ley Federal del Trabajo establece
que solo puede fijar tareas y supervisarlas, si pudiera diri-
gir existiría un poder directo de mando y por tanto subor-
dinación, confundiendo en dos entes la calidad de patrón,
dando lugar a una doble dependencia del trabajador, dando
lugar a una confusión indeseable. 

7.  Delimitación de patrones contratistas versus simples
pagadoras. 

En muchas ocasiones, lo único que hace la empresa con-
tratista es pagar a los trabajadores, por eso se les denomina
coloquialmente como empresas pagadoras, pues en la prác-
tica todo lo relacionado con la selección, contratación y ca-
pacitación de los empleados lo hace el grupo empresarial,
el cual le proporciona la información del empleado para la
firma del contrato correspondiente.

Esto puede constituirse en una simulación, ya que el grupo
empresarial sólo está buscando evadir sus responsabilida-
des y contingencias fiscales y laborales, incluyendo las de
seguridad social. 

Lo mismo hace la empresa contratista, ya que ésta contra-
ta a los empleados bajo esquemas diversos como pueden
ser contratos de prestación de servicios profesionales, con
lo cual desaparece la relación laboral, al menos en papel.

En realidad, el grupo empresarial, la mayor parte del tiem-
po, no necesita a la empresa contratista, ya que esta última
no es una empresa especializada en la contratación (no es-
tá certificada para ello), ni en la selección de trabajadores;
y mucho menos en la capacitación de éstos.

No cuenta con los esquemas ni la infraestructura para ha-
cerlo, pues los empleados son seleccionados por el gru-
po empresarial y es éste el que los contrata, verbalmen-
te, claro. 

También es el grupo empresarial el que se encarga de la ca-
pacitación y el adiestramiento de los empleados. La em-
presa subcontratista sólo paga. Nada más. Entonces el be-
neficio del grupo empresarial es evadir la enorme carga y
responsabilidad que implica una relación laboral.6

Los análisis realizados han permitido concluir que lo seña-
lado en párrafos anteriores ocurre con frecuencia, lo cual
tiene como consecuencia una simulación del esquema, en
donde las empresas que aparentemente llevan a cabo un
proceso de subcontratación, en realidad solo se limitan a
pagar a los trabajadores. 

Esto implica la necesidad de definir un contexto que per-
mita acreditar la existencia del régimen, en aquellos casos
en que el que se ostenta como patrón y haya llevado a ca-
bo un proceso de administración integral del capital huma-
no, (moderna acepción administrativa) que implica que se
han llevado a cabo procesos de reclutamiento, selección,
contratación, administración, capacitación y gestión conti-
nua del personal, durante el tiempo que prevalezca la rela-
ción de trabajo. 

Lo anterior, permitirá acreditar que quien contrata no sólo es
una pagadora, pues habrá acreditado que lleva a cabo el cita-
do proceso de administración integral de su personal, que con
ello se entendería como tal y no sólo como una simulación de
una relación laboral que existe con un tercero ajeno a las ne-
cesidades del trabajador y a las obligaciones reales. 

La administración integral del capital humano remite a
obligaciones plenamente establecidas en ley y que la con-
tratista debe cumplir entre otras:

Contratación.  El artículo 24 de la ley señala: Las condi-
ciones de trabajo deben hacerse constar por escrito cuando
no existan contratos colectivos aplicables. Se harán dos
ejemplares, por lo menos, de los cuales quedará uno en po-
der de cada parte.



Capacitación. Respecto de la capacitación, el artículo 153-
A confirma obligaciones a cargo del patrón en los siguien-
tes términos: Los patrones tienen la obligación de propor-
cionar a todos los trabajadores, y éstos a recibir, la
capacitación o el adiestramiento en su trabajo que le per-
mita elevar su nivel de vida, su competencia laboral y su
productividad, conforme a los planes y programas formu-
lados, de común acuerdo, por el patrón y el sindicato o la
mayoría de sus trabajadores.

Respecto del cumplimiento de diversas obligaciones como
otorgar seguridad social y remunerar adecuadamente a los
trabajadores, se toma como referencia el concepto de trabajo
digno o decente del artículo 2, que dispone lo siguiente: 

Se entiende por trabajo digno o decente aquél en el que se
respeta plenamente la dignidad humana del trabajador; no
existe discriminación por origen étnico o nacional, género,
edad, discapacidad, condición social, condiciones de salud,
religión, condición migratoria, opiniones, preferencias se-
xuales o estado civil; se tiene acceso a la seguridad social
y se percibe un salario remunerador; se recibe capacitación
continua para el incremento de la productividad con bene-
ficios compartidos, y se cuenta con condiciones óptimas de
seguridad e higiene para prevenir riesgos de trabajo.

La presente reforma no pretende adicionar obligaciones a
la contratista, pero sí establecer que como patrón debe
cumplir las obligaciones que la ley le establece para quien
se ostenta como tal, lo cual ocurre cuando participa en pro-
cesos de administración integral del capital humano. 

8. Combate al lavado de dinero que puede existir por efecto
de malas prácticas vinculadas al régimen de subcontratación. 

Teóricamente debería existir una mayor certidumbre en re-
lación a quienes se dedican a esta actividad o la contratan,
lo cierto es que concurre un número indeterminado de em-
presas irregulares que están violando la ley en este mo-
mento, tanto en el ámbito laboral, como en el fiscal, sin que
se les tipifique como correspondería, el delito de operacio-
nes con recursos de procedencia ilícita.

Esta preocupación por regular al sector de la subcontrata-
ción tiene, entre otros objetivos, evitar que recursos que
provienen de actividades ilícitas, incluida la defraudación
fiscal, sean empleados en actividades formales, en lo que
se denomina coloquialmente como lavado de dinero. Para
ello, el padrón propuesto, permitirá regular al sector inclu-
so en este ámbito.

Sin embargo, para que esto ocurra, debe incorporarse en la
legislación correspondiente, de forma clara y precisa, que
la subcontratación es una actividad vulnerable.

Hasta la fecha, la consideración de este hecho se basa en
una interpretación realizada por la Unidad de Inteligencia
Financiera que se aleja de lo establecido en la Ley Federal
para la Prevención e Identificación de Operaciones con Re-
cursos de Procedencia Ilícita en el artículo 17, fracción XI,
inciso b).

De origen, otorga a los recursos humanos el carácter de ac-
tivo (en su carácter de concepto financiero) y por tanto res-
ta certidumbre jurídica a la aplicación de la ley en esa ver-
tiente. 

Debe proponerse, por tanto, una adición legislativa que in-
corpore adecuadamente la obligación de identificar y pre-
sentar avisos respecto de las empresas que se dedican a la
subcontratación y sus clientes. 

A este respecto, consideramos que las empresas dedicadas
a la subcontratación mediante el uso de esquemas abusivos
de sustitución laboral, pueden llevar a cabo actos delictivos
y que por tanto sus recursos serían de procedencia ilícita. 

Lo anterior, no las coloca como sujetos obligados por la
disposición y por tanto tampoco objeto de identificación y
presentación de avisos. 

En todo caso tendría que existir una modificación legislati-
va que definiera de forma clara a las empresas dedicadas a
la subcontratación como entes afectos a las obligaciones de
la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Ope-
raciones con Recursos de Procedencia Ilícita (LFPIORPI),
para que estas estuvieran inmersas en los procesos estable-
cidos en la norma.

La ley actualmente ubica la obligación para este grupo de
empresas en el siguiente texto legal:

Artículo 17. Para efectos de esta Ley se entenderán Ac-
tividades Vulnerables y, por tanto, objeto de identifica-
ción en términos del artículo siguiente, las que a conti-
nuación se enlistan:

…

XI. La prestación de servicios profesionales, de manera
independiente, sin que medie relación laboral con el
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cliente respectivo, en aquellos casos en los que se pre-
pare para un cliente o se lleven a cabo en nombre y re-
presentación del cliente cualquiera de las siguientes
operaciones:

…

b) La administración y manejo de recursos, valores o
cualquier otro activo de sus clientes;

La interpretación de la Unidad de Inteligencia Financiera
supone que el inciso b) se refiere al manejo de recursos hu-
manos, sin embargo, tanto los formatos para presentación
de avisos de la ley, como el texto mismo de la disposición,
refieren recursos financieros, materiales o tecnológicos,
pues al final cita: o cualquier otro activo; con lo cual se en-
tiende que pretende referirse a recursos o valores conside-
rados como activos. 

Por otro lado, si se aceptara esta interpretación, los re-
cursos a los que refiere este inciso, serían los de sus
clientes. El régimen de subcontratación alude al hecho de
que los trabajadores no son del cliente (contratante), son
del contratista, al que indebidamente se pretende obligar. 

Por ello, considero necesario que, en aras de incorporar la
actividad a las obligaciones de esta ley, se refiera de forma
concreta al concepto, otorgando certidumbre jurídica a los
sujetos a los que se pretende regular, lo cual redundará in-
cluso en la posibilidad de exigir el cumplimiento en térmi-
nos legales.

De lo hasta aquí expuesto, se consideran necesarias modi-
ficaciones al texto de la Ley Federal del Trabajo, Ley Fe-
deral para la Prevención e Identificación de Operaciones
con Recursos de Procedencia Ilícita y de la Ley del Segu-
ro Social con el propósito de alcanzar los objetivos regula-
torios de la figura de subcontratación incorporando las si-
guientes definiciones: 

1. Definir de forma más precisa al régimen de subcon-
tratación, de tal forma que los conceptos en la Ley Fe-
deral del Trabajo disminuyan los espacios para interpre-
taciones indebidas y se reduzcan las posibilidades de
acceder a la simulación, pues esta redunda en graves
afectaciones para trabajadores y erario público. 

2. Homologar la definición de subcontratación que con-
templará la Ley Federal del Trabajo con la que emplea

la Ley del Seguro Social, lo cual permitirá congruencia
y una mejor aplicación de ambas leyes.

3. Establecer parámetros para que pueda adoptarse la sub-
contratación, cuando esta sea en beneficio de los trabaja-
dores y no se afecte al Estado con una menor recaudación. 

4. Incluir una fracción adicional a la Ley Federal para la
Prevención e Identificación de Operaciones con Recur-
sos de Procedencia Ilícita, en donde se precise como su-
jeto obligado al que lleva a cabo el trabajo en régimen
de subcontratación. 

Fundamento legal

Con fundamento en lo establecido por los artículos 71,
fracción II, 72 y 73 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados se presenta el siguiente:

Proyecto de decreto

Artículo Primero. Se reforman los artículos 15-A y 15-D
de la Ley Federal del Trabajo para quedar como sigue:

Artículo 15-A…

a) …

b)…

c)…

De no cumplirse con todas estas condiciones, el contra-
tante se considerará patrón para todos los efectos de es-
ta Ley, incluyendo las obligaciones en materia de segu-
ridad social.

Quién lleve a cabo las actividades señaladas en este ar-
tículo, acreditará su calidad de patrón por su participa-
ción en el proceso de administración integral del capital
humano con que ejecuta obras o presta servicios en fa-
vor del contratante.

Lo anterior implica que la contratista lleve a cabo acti-
vidades de selección, reclutamiento, contratación, ad-
ministración, capacitación en términos de la presente
ley y cumplimiento de obligaciones laborales y de segu-
ridad social.  



Artículo 15-D…

No se permitirá el régimen de subcontratación cuando se
transfieran de manera deliberada trabajadores de la contra-
tante a la subcontratista con el fin de disminuir derechos la-
borales; en este caso, se estará a lo dispuesto por el artícu-
lo 1004-C y siguientes de esta Ley.

No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior,
cuando la transferencia de los trabajadores de contra-
tante a contratista, tenga por objeto mejorar de forma
integral las prestaciones laborales o de seguridad social
de los trabajadores, y se acrediten las condiciones esta-
blecidas en el artículo 15-A de la presente ley. 

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 15-A de la Ley
del Seguro Social para quedar como sigue:

Artículo 15 A. Cuando en la contratación de trabajadores
para un patrón, a fin de que ejecuten trabajos o presten ser-
vicios para él, participe un intermediario laboral, cualquie-
ra que sea la denominación que patrón e intermediarios
asuman, ambos serán responsables solidarios entre sí y en
relación con el trabajador, respecto del cumplimiento de las
obligaciones contenidas en esta Ley.

No serán considerados intermediarios, sino patrones, las
empresas establecidas que presten servicios a otras, para
ejecutarlos con elementos propios y suficientes para cum-
plir con las obligaciones que deriven de las relaciones con
sus trabajadores, en los términos de los artículos 12, 13, 14,
15 y 15-A de la Ley Federal del Trabajo.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los párrafos anteriores,
cuando un patrón o sujeto obligado, cualquiera que sea su
personalidad jurídica o su naturaleza económica, en virtud
de un contrato, cualquiera que sea su forma o denomina-
ción, como parte de las obligaciones contraídas, ponga a
disposición trabajadores u otros sujetos de aseguramiento
para que ejecuten los servicios o trabajos acordados bajo la
dirección del beneficiario de los mismos, en las instalacio-
nes que éste determine, el beneficiario de los trabajos o ser-
vicios asumirá las obligaciones establecidas en esta Ley en
relación con dichos trabajadores, en el supuesto de que el
patrón omita su cumplimiento, siempre y cuando el Insti-
tuto hubiese notificado previamente al patrón el requeri-
miento correspondiente y éste no lo hubiera atendido.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los párrafos anteriores,
cuando un patrón o sujeto obligado, cualquiera que sea su

personalidad jurídica o su naturaleza económica, en virtud
de un contrato, cualquiera que sea su forma o denomina-
ción, como parte de las obligaciones contraídas, ponga a
disposición trabajadores u otros sujetos de aseguramiento
para que ejecuten los servicios o trabajos acordados bajo la
supervisión del beneficiario de los mismos, en las instala-
ciones que éste determine, el beneficiario de los trabajos o
servicios asumirá las obligaciones establecidas en esta Ley
en relación con dichos trabajadores, en el supuesto de que
el patrón omita su cumplimiento, siempre y cuando el Ins-
tituto hubiese notificado previamente al patrón el requeri-
miento correspondiente y éste no lo hubiera atendido. …

…

I. … 

II. …

…

… 

… 

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1  Lo anterior no debe entenderse con la idea de afectar el desarrollo
de este sector ni de ningún otro, sino como un apoyo a las empresas
que operan en el marco de la legalidad, para evitar que compitan en
condiciones de desventaja con quienes abusan de la ley y como conse-
cuencia de los trabajadores y del fisco. 

2 Al respecto, el doctor Jaime Flores Sandoval menciona en su obra
Outsourcing Total. Panorama General del Régimen de Subcontrata-

ción en México, 2017, Mitos y realidades contra el lavado de dinero,

2013, lo siguiente: “En México, el modelo de subcontratación lo han
empleado  todo tipo de entes económicos, de origen con el ánimo de
alcanzar los objetivos ya planteados, pero desvirtuados en etapas pos-
teriores por esquemas agresivos de planeación fiscal y corporativa, cu-
yo principal fin es la evasión y elusión de las cargas tributarias y el aba-
timiento de las responsabilidades laborales.”
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3 En apoyo a esta moción, realizada en el marco de una propuesta in-
tegral de legislar al sector de la subcontratación, se puede tomar como
base el convenio que anunció en su página de internet el Conacyt el pa-
sado 26 de mayo de 2017, en virtud del cual se pretende identificar a
las empresas del sector.

4 El 21 de mayo del 2017 se presentó el proyecto en el contexto de la
firma de convenio entre el Conacyt, el Centro de Investigación en Ge-
ografía y Geomática (CentroGeo) y la empresa mexicana dedicada a la
Administración Integral de Capital Humano, GINgroup.

5 El texto del doctor Jaime A. Flores Sandoval establece, respecto de
la Norma Mexicana de Subcontratación, lo siguiente: “La pretensión
de la norma es que las empresas que cuenten con el citado distintivo,
sean reconocidas como empresas comprometidas y responsables con
un marco normativo que actualmente es extenso, pero que acreditará la
diferencia con otro tipo de empresas, inmersas en procesos vinculados
a la informalidad, a esquemas ilegales de contratación y en general a
las que hemos denominado prácticas abusivas de sustitución laboral.”

6 Adquiere total actualidad el estudio del maestro De la Cueva, cuan-
do manifestó al respecto del beneficiario de servicios que hace uso de
los servicios de un intermediario: “Este es el verdadero patrono, no
obstante que, aparentemente, obre la persona que contrató a los traba-
jadores en nombre propio. La solución no podía ser otra, pues de ad-
mitirse que quien contrató a los obreros es el único patrono, se abrirí-
an las puertas para que los patronos eludieran las responsabilidades
consiguientes, utilizando a un testaferro, con grave perjuicio de los in-
tereses de los trabajadores.” (De la Cueva, 1969)”

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de noviembre de 2017.— Dipu-
tados: Julio Saldaña Morán, Araceli Madrigal Sánchez (rúbricas).»

La presidenta diputada María Ávila Serna: Se turna a
las Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión Social, y
de Seguridad Social, para dictamen.

Saludamos con mucho gusto a un grupo de integrantes de
la Asociación Mexicana de Mujeres Empresarias, invitadas
por mi amiga, la diputada Martha Hilda González Calde-
rón, vicepresidenta de la Mesa Directiva. Sean ustedes
bienvenidas a este salón de sesiones.

LEY SOBRE EL CONTRATO DE SEGURO

La presidenta diputada María Ávila Serna: A continua-
ción, tiene la palabra, por cinco minutos, el diputado Car-
los Hernández Mirón, del Grupo Parlamentario de Morena,
para presentar iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma el artículo 162 de la Ley sobre el Contrato de Seguro.

El diputado Carlos Hernández Mirón: Con su venia,
diputada presidenta.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Adelante,
diputado.

El diputado Carlos Hernández Mirón: Muchas gracias.
Compañeras y compañeros legisladores. Hago uso de esta
tribuna el día de hoy con la intención de plantear una ini-
ciativa de proyecto de decreto por el cual se reforma y adi-
ciona un párrafo al artículo 162 de la Ley sobre el Contra-
to de Seguros.

Déjenme entrar en materia, compañeras y compañeros le-
gisladores, lo planteo de la siguiente manera debido a que
una de las enfermedades que más está creciendo en el país
son las enfermedades mentales.

Y no tiene que ver específicamente con una situación agra-
vada demencial, sino tiene que ver con mayor estrés, an-
siedad, depresión y angustia en la población mexicana. Y
que no solamente se limita a hombres y mujeres adultos, si-
no que también afecta de manera grave a niñas y niños, a
jóvenes, a estudiantes. Y que desafortunadamente las fami-
lias que tienen la posibilidad de contratar un seguro no se
incluyen la atención psicológica ni psiquiátrica.

Y podemos retomarlo de la siguiente manera el mismo te-
ma, compañeras y compañeros legisladores, después de los
sismos del pasado mes de septiembre en distintas entidades
federativas de nuestro país hay personas que hasta el día de
hoy han sido afectadas en su salud psico-emocional y que
desafortunadamente no tienen la posibilidad de ser atendi-
das en el servicio de salud público y que aparte, si contra-
taron un seguro privado, tampoco son atendidas ni con mé-
dicos ni mucho menos con medicamento.

Déjenme darle lectura de manera textual a lo que define la
OMS con respecto a la salud mental. Y la define que es un es-
tado de bienestar en el cual el individuo es consciente de sus
propias capacidades, puede afrontarla tensiones normales de



la vida, puede trabajar de manera productiva y fructífera, y es
capaz de hacer una contribución a su comunidad.

Hoy en distintos municipios y en distintas entidades fede-
rativas hay ciudadanas y ciudadanos que no pueden llevar
a cabo una vida normal por la afectación emocional que se
vivió con los sismos que ya he comentado.

Hay niños y jóvenes que no tienen la intención de salir de
su casa por la afectación que se ha llevado a cabo de ma-
nera emocional. No están asistiendo a la primaria, a la se-
cundaria, al nivel medio y medio superior. No están lle-
vando a cabo su actividad de manera normal.

Por eso consideramos, en el Grupo Parlamentario de Mo-
rena, hacer esta propuesta que tenga que ver específica-
mente con lo siguiente: modificar el artículo 162 de la Ley
sobre el Contrato de Seguro, en donde las aseguradoras que
el particular ha contratado un seguro, tenga la posibilidad
de que aporten apoyo médico, medicamento, psicológico y
psiquiátrico a las personas que hoy tienen una afectación
en su estado psico-emocional.

Además, el seguro comprenderá la atención psicológica
para el asegurado, a efecto de restablecer de manera ade-
cuada la salud emocional después de un evento de esta na-
turaleza, como también atenderlo de manera psiquiátrica y
obviamente en aquellas personas que se haya puesto en
riesgo su vida o su estado físico.

Es importante, compañeras y compañeros legisladores, que
nosotros desde el Poder Legislativo podamos modificar
una ley, que se pueda sentir la fuerza del Congreso para que
miles de personas que han sido afectadas en su estado psi-
co-emocional puedan tener la atención necesaria, puedan
tener la atención médica y también de medicamentos para
atender la problemática que viven en sus comunidades.

Es una asignatura que no podemos dejar pasar. Oaxaca, Gue-
rrero, en la Ciudad de México y muchos estados de la Repú-
blica Mexicana tienen esta gran necesidad de ser atendidos en
este problema que tiene que ver con problemas mentales hoy
principalmente psicológicos y psiquiátricos. Les agradezco
mucho su atención. Es cuanto, diputada presidenta.

«Iniciativa que reforma el artículo 162 de la Ley sobre el
Contrato de Seguro, a cargo del diputado Carlos Hernán-
dez Mirón, del Grupo Parlamentario de Morena

Planteamiento del problema

Ante la tragedia que sacudió a nuestro país, por los sismos
registrados los días 7 y 19 de septiembre de 2017, en don-
de varios estados de la República Mexicana, incluyendo a
la Ciudad de México, los mexicanos sufrieron la pérdida de
su patrimonio o de algún familiar, amigo, conocido, e in-
cluso en dicha tragedia perdieron la vida infantes, dichos
sucesos nos han marcado como nación, pero reconozco la
valentía de todos y cada uno de los mexicanos que ante tan
terrible desgracia su solidaridad fue mayor que los sismos,
pues apoyaron desde los primeros momentos, en la labores
de rescate, sacando escombros, habilitando calles para
atender a los heridos, recolectando víveres, brindado con-
suelo y un abrazo a los mexicanos en desgracia.

El titular del Ejecutivo federal, de los estados incluyendo al
de la Ciudad de México, han puesto en marcha programas, en
cada una de las entidades que permitan a los afectados la re-
construcción de su patrimonio, buscar restablecer la situación
emocional y para ello la participación de la Secretaria de Sa-
lud Federal como la de los Estados y de la Ciudad de Méxi-
co, ha puesto en marcha de manera gratuita la atención psi-
cológica a la población afectada que así lo requiera, por tener
alguna afectación psico-emocional, como consecuencia de la
catástrofe ocurrida y que afecto su estado emocional, su en-
torno de vida, porque recordemos que cada persona reaccio-
na de manera diferente ante los diversos cambios en su vida,
hay personas que superan por si mismas la eventualidades,
como los sismos ocurridos recientemente en nuestro país, sin
embargo hay testimonios de niñas, niños, adolescentes, adul-
tos, adultos mayores que han presentado una afectación emo-
cional psicológica que les ha impedido retornar a la cotidia-
nidad de su vida, por ello es urgente que a la brevedad posible
estas personas afectadas emocionalmente se han atendidas
por profesionales de la salud que les ayuden a superar este he-
cho tan lamentable y para algunas personas traumático, que
les permita recobrar la salud psicológica y emocional, y con-
tinuar con su proyecto de vida, y dejar a tras esta amarga 
experiencia.

Como se ha mencionado el sector salud en todos los nive-
les de gobierno ha puesto en marcha el apoyo psicológico
de manera gratuita para los derechohabientes, como para
quienes no cuentan con seguridad social, en virtud de que
en los núcleos familias sufrieron pérdidas humanas, así co-
mo de su patrimonio, y en el recuento de daños el Gobier-
no ha manifestado que en este suceso la cifra de defuncio-
nes es de aproximadamente 360 personas.
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Ante esta lamentable tragedia, al suscrito se le han acerca-
do personas, que refieren que han tenido la posibilidad eco-
nómica de contratar un seguro, o que en algunos casos la
escuela o sus propiedades contaban con seguros particula-
res, pero que, sin embargo, al acudir con su contrato de se-
guro, el personal de las aseguradoras les refirieron que su
póliza no ampara la corrección de salud psicológica, por tal
motivo es necesario hacer la reforma que se propone, para
que las aseguradoras ante una catástrofe como lo son los
sismos, los huracanes puedan apoyar a sus asegurados
brindando atención psicológico que les permita a sus clien-
tes recobrar la salud emocional ante un siniestro como el
que sea vivido.

Los seguros de personas y sus características

Son aquellos que compensan las consecuencias econó-
micas desfavorables de los riesgos que puedan amena-
zar nuestra vida, integridad física o salud. Aquí se in-
cluyen los seguros de enfermedad, asistencia sanitaria,
de vida y accidentes.

Características generales de los seguros de personas

Las más importantes son:

Carácter subjetivo de la indemnización: En los seguros
de vida y accidentes no se puede valorar objetivamente
el interés asegurado (la vida de una persona), pero sí se
pueden hacer estimaciones de lo que necesitarán los be-
neficiarios en caso de fallecimiento; o la propia persona
en caso de invalidez.

Materia u objeto: mientras que, en los seguros de coche,
por ejemplo, la materia u objeto del seguro es el automó-
vil, aquí es el propio asegurado. Con este tipo de seguros,
lo que se garantiza es la propia vida del asegurado, su sa-
lud o integridad física.

Beneficiario: esta persona puede ser distinta al asegurado o
tomador. Si el asegurado es el marido, los beneficiarios
pueden ser, por ejemplo, su esposa e hijos a partes iguales.

Actualmente la Organización Mundial de la Salud define la
salud mental como: “Un estado de bienestar en el cual el
individuo es consciente de sus propias capacidades, puede
afrontar las tensiones normales de la vida, puede trabajar
de forma productiva y fructífera y es capaz de hacer una
contribución a su comunidad”.

Argumentación

En el título tercero denominado disposiciones especiales del
contrato de seguro sobre las personas, en su artículo 162, ha-
ce referencia a que “el contrato de seguro sobre las personas
comprende todos los riesgos, que pueden afectar a la per-
sona del asegurado en su existencia, integridad personal,
salud o vigor vital” subrayo lo que el propio artículo vigente
refiere… que pueda afectar a la persona del asegurado en su
existencia. La pregunta sería un ser humano puede tener ca-
lidad de vida cuando la parte emocional psicológica se en-
cuentra afectada, aturdida trastornada después de haber expe-
rimentado una catástrofe como la que hemos enfrentado en
estos últimos días. Pero recordemos que este hecho de catás-
trofe no es el único hecho por el que una persona puede ver-
se afectada en su salud psicológica emocional, puede verse
afectada después de haber sufrido un hecho delictivo violen-
to, después de haber sufrido una enfermedad grave, que haya
puesto en peligro su vida, quedan secuelas de estos aconteci-
mientos, por ello es importante darle la trascendencia a que
las personas que lo requieran puedan ser atendidas a tiempo
y les permita recuperar su salud emocional, que mejor que
ampliar en las pólizas de seguros de las personas, el tema de
apoyo psicológico emocional para las víctimas que han sufri-
do alteraciones emocionales por un acto delictivo o una ca-
tástrofe natural. 

Por lo expuesto y fundado, se formula la presente iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se reforma y adi-
ciona un párrafo al artículo 162 de la Ley sobre el Con-
trato de Seguro

Fundamento legal

Artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6,
numeral 1, fracción I; 77, numeral 1, y 78 numeral 1 del
Reglamento de la Cámara de Diputados.

Denominación del proyecto de ley o decreto

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma y
adiciona un párrafo al artículo 162 de la Ley sobre el Con-
trato de Seguro

Ordenamientos a modificar

Único. Se reforma y adiciona un párrafo del artículo 162 de
la Ley Sobre el Contrato de Seguro, para quedar como sigue: 



Ley sobre el Contrato de Seguro

Artículo 162. El contrato de seguro sobre las personas
comprende todos los riesgos que puedan afectar a la perso-
na del asegurado en su existencia, integridad personal, sa-
lud, o vigor vital

Además, el seguro comprenderá la atención psicológica,
para el asegurado, a efecto de restablecer la salud emo-
cional después de un evento, como una catástrofe natu-
ral, una enfermedad grave que haya puesto en peligro
su vida, o hecho delictivo de alto impacto que produzca
alteraciones en la salud mental.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan a lo dispuesto en el presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 octubre de 2017.— Diputado
Carlos Hernández Mirón (rúbrica).»

La presidenta diputada María Ávila Serna: Muchas
gracias, diputado Carlos Hernández Mirón. Túrnese a
la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dicta-
men.

Damos una cordial bienvenida a los estudiantes de la Uni-
versidad Anáhuac, de las carreras de derecho y administra-
ción, invitados por el diputado Felipe Cervera Hernández y
diputados integrantes de la diputación federal por el estado
de Yucatán. Sean todos ustedes bienvenidos. 

LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL

La presidenta diputada María Ávila Serna: Tiene la pa-
labra por cinco minutos, la diputada Lorena Corona Valdés,
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México, para presentar iniciativa con proyecto de decreto
que adiciona el artículo 6o. de la Ley Nacional de Ejecu-
ción Penal, y suscrita además por todos los integrantes de
dicho Grupo Parlamentario.

La diputada Lorena Corona Valdés: Con el permiso de la
señora presidenta. Nuestro país ha avanzado en legislar des-

de una perspectiva de derechos humanos en diversos temas.
Desde esta tribuna he impulsado varios temas en pro del res-
peto de los derechos humanos y la última iniciativa fue vota-
da en días pasados en este pleno en favor de los migrantes.

Hoy, una vez más, vengo a proponerles otra iniciativa que
se refiere a los derechos humanos, partiendo del artículo 18
constitucional, conforme al cual el sistema penitenciario
debe organizarse sobre la base del respeto a los derechos
humanos.

Requerimos legislar para cubrir un vacío legal de la Ley
Nacional de Ejecución Penal, ya que la misma no prevé
que el personal que labore en los centros de reclusión pe-
nitenciaria cuente con vocación de servicio y aptitud de
ayuda humanitaria, como requisitos que deben prevalecer
para garantizar el respeto al derecho de una vida digna,
buen trato y a la reinserción social de los sentenciados.

A este respecto, la Comisión Nacional de Derechos Huma-
nos se ha pronunciado en este sentido de que la nueva Ley
Nacional de Ejecución Penal no considera el perfil que de-
be satisfacer el personal penitenciario y que, por lo tanto,
estamos dejando a los reclusos en manos de personas sin la
preparación adecuada.

Compañeros, para que toda persona privada de la libertad
sea tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al
ser humano, es necesario que los hombres y mujeres que
trabajen en las prisiones sean cuidadosamente elegidos, pa-
ra garantizar que tengan las cualidades personales y una
formación educativa especializada. Es necesario capacitar-
los en los principios sobre los que debe basarse su trabajo
y en las aptitudes humanas y técnicas requeridas.

Es por ello que, mediante la iniciativa que hoy propongo a
su consideración, indico el que debemos armonizar nuestro
marco jurídico con los tratados internacionales en materia
de derechos humanos y las reglas mínimas para el trata-
miento de los reclusos, pues la selección y formación de
los servidores públicos que conforman el sistema peniten-
ciario, es un tema que se ha considerado desde 1955 y que
la nueva Ley Nacional de Ejecución Penal no regula, por lo
que resulta de especial importancia establecer y homolo-
gar, en este ordenamiento legal, el perfil civil y profesional
que debe tener el personal del sistema penitenciario del pa-
ís. Además, es necesario que reciba capacitación constante
sobre temas como el uso racional de la fuerza, manejo de
conflictos, técnicas y tácticas penitenciarias.
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En términos de lo expuesto, la iniciativa que hoy presento
tiene por objeto que los centros penitenciarios cuenten con
suficiente personal técnico, administrativo, de seguridad y
custodia, previa selección y capacitación en los términos
que disponga la Ley Nacional de Ejecución Penal.

Para lograr lo anterior propongo una reforma mínima, pero
con importantes efectos en la administración cotidiana de
los 379 centros penitenciarios que existen en el país, la cual
consiste en reformar el artículo 6o. de la Ley Nacional de
Ejecución Penal, para establecer que el personal del siste-
ma penitenciario sea cuidadosamente seleccionado y que
realice el servicio público de manera profesional, con ple-
no respeto a los derechos humanos de los internos y que
sea capacitado permanentemente. Con esta reforma estare-
mos atendiendo al Pacto Internacional de Derechos Civiles
y Políticos, la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos, los Principios Básicos para el Tratamiento de los
Reclusos, y las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas
para el Tratamiento de los Reclusos, conocidas como las
Reglas Mandela.

Con esta reforma estamos atendiendo una problemática a
nivel nacional, pues es una realidad que los centros peni-
tenciarios del país no cuentan con personal suficiente y el
que tienen probablemente no es apto para las funciones de
seguridad penitenciaria, lo que hace que aumente el riesgo
de perder el control de los establecimientos penitenciarios
y se propicia la evasión de presos o motines al interior de
los mismos. Es cuanto, señora presidenta.

«Iniciativa que adiciona el artículo 6o. de la Ley Nacional
de Ejecución Penal, suscrita por la diputada Lorena Coro-
na Valdés e integrantes del Grupo Parlamentario del PVEM

Quienes suscriben, diputada Lorena Corona Valdés y dipu-
tados federales integrantes del Partido Verde Ecologista de
México de la LXIII Legislatura, con fundamento en lo dis-
puesto por el artículo 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; y por los artículos
6, numeral 1, fracción I, 77 y 78, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, sometemos a consideración de esta
asamblea la presente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se adiciona un párrafo segundo al artículo 6 de la
Ley Nacional de Ejecución Penal, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Al mes de julio de 2016 había 379 centros penitenciarios,
17 del gobierno federal, 13 de la Ciudad de México, 278 de

gobiernos estatales y 71 de gobiernos municipales con un
total de 209 mil 248 espacios.

De acuerdo con el Censo Nacional de Gobierno, Seguridad
Pública y Sistema Penitenciario Estatales de 2015, publi-
cado por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía
(Inegi), el personal destinado a desempeñar funciones tan-
to operativas como administrativas en los centros peniten-
ciarios estatales asciende a un total de 37 mil 267 personas
adscritas a los mismos; 3 mil 760 personas (10.08 por cien-
to) ejecutando funciones de dirección, administración u
operación (tales como directores, subdirectores, secretarios
generales, coordinadores, jefes de departamento, médicos
sicólogos, instructores, trabajadores sociales, entre otros);
554 (1.48 por ciento) son custodios de primer nivel jerár-
quico; mil 691 (4.53 por ciento) custodios de nivel inter-
medio; 23 mil 28 (61.79 por ciento) custodios encargados
de la operación de los esquemas de preservación del orden
y la disciplina entre la población, así como de salvaguardar
el orden de los centros; finalmente, 7 mil 638 servidores
públicos (20.49 por ciento) desarrollan actividades de so-
porte al personal directivo y de operación (secretarias,
mensajeros, choferes, personal de limpieza, entre otros).1

La selección y formación de los servidores públicos que
conforman el sistema penitenciario es un tema que se ha
considerado desde las Reglas Mínimas para el Tratamiento
de los Reclusos de 1955,2 que en su numeral 46 dispone:
“1) El personal deberá poseer un nivel intelectual suficien-
te. 2) Deberá seguir, antes de entrar en el servicio, un cur-
so de formación general y especial y pasar satisfactoria-
mente pruebas teóricas y prácticas. 3) Después de su
entrada en el servicio y en el curso de su carrera, el perso-
nal deberá mantener y mejorar sus conocimientos y su ca-
pacidad profesional siguiendo cursos de perfeccionamien-
to que se organizarán periódicamente.”

Por lo que resulta de especial importancia establecer y ho-
mologar el perfil civil y profesional que debe tener el per-
sonal del sistema penitenciario en el país.

Es necesario que el personal de seguridad y custodia reci-
ba capacitación constante sobre temas como uso racional
de la fuerza, manejo de conflictos, técnicas y tácticas peni-
tenciarias.

De igual forma, para que los servidores públicos del sistema
penitenciario nacional realicen el servicio público de forma
profesional y con pleno respeto a los derechos humanos de
los internos, debe ser cuidadosamente seleccionado.



En este sentido, es importante considerar las disposiciones
jurídicas nacionales e internacionales aplicables.

Marco jurídico

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

De conformidad con el segundo párrafo del artículo 18
constitucional: 

“El sistema penitenciario se organizará sobre la base del
respeto a los derechos humanos, del trabajo, la capaci-
tación para el mismo, la educación, la salud y el depor-
te como medios para lograr la reinserción del sentencia-
do a la sociedad y procurar que no vuelva a delinquir,
observando los beneficios que para él prevé la ley.”

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos3

En su artículo 10, numeral 1, dispone que: 

“Toda persona privada de libertad será tratada humana-
mente y con el respeto debido a la dignidad inherente al
ser humano.”

Principios Básicos para el Tratamiento de los Reclusos4

Principio 1:

“Todos los reclusos serán tratados con el respeto que
merecen su dignidad y valor inherentes de seres huma-
nos.”

Conjunto de principios para la protección de todas
las personas sometidas a cualquier forma de deten-
ción o prisión5

Principio 1:

“Toda persona sometida a cualquier forma de detención
o prisión será tratada humanamente y con el respeto de-
bido a la dignidad inherente al ser humano.”

Convención Americana sobre Derechos Humanos6

Artículo 5 (2):

“Toda persona privada de libertad será tratada con el
respeto debido a la dignidad inherente al ser humano.”

De lo expuesto, se desprende que el personal que labora en
el sistema penitenciario debe tratar a los reclusos de mane-
ra decente, humana y justa.

Para que toda persona privada de libertad sea tratada con el
respeto debido a la dignidad inherente al ser humano, es
necesario los hombres y mujeres que trabajen en las prisio-
nes sean cuidadosamente elegidos para garantizar que ten-
gan las cualidades personales y la formación educativa
adecuadas. Es necesario capacitarlos en los principios so-
bre los que debe basarse su trabajo, y en las aptitudes hu-
manas y técnicas requeridas.

Al respecto, los Principios básicos para el tratamiento
de los reclusos,7 disponen en su Principio 4:

“El personal encargado de las cárceles cumplirá con sus
obligaciones en cuanto a la custodia de los reclusos y la
protección de la sociedad contra el delito de conformidad
con los demás objetivos sociales del Estado y con su res-
ponsabilidad fundamental de promover el bienestar y el de-
sarrollo de todos los miembros de la sociedad.”

Asimismo, las Reglas mínimas para el tratamiento de los
reclusos, disponen en sus artículos 46 y 47, lo siguiente:

46. 1) La administración penitenciaria escogerá cuida-
dosamente el personal de todos los grados, puesto que
de la integridad, humanidad, aptitud personal y capaci-
dad profesional de este personal dependerá la buena di-
rección de los establecimientos penitenciarios.

47. 1) El personal deberá poseer un nivel intelectual su-
ficiente. 2) Deberá seguir, antes de entrar en el servicio,
un curso de formación general y especial y pasar satis-
factoriamente pruebas teóricas y prácticas. 3) Después
de su entrada en el servicio y en el curso de su carrera,
el personal deberá mantener y mejorar sus conocimien-
tos y su capacidad profesional siguiendo cursos de per-
feccionamiento que se organizarán periódicamente.

En términos de lo expuesto, la presente iniciativa tiene por
objeto proponer contar con suficiente personal técnico, ad-
ministrativo, de seguridad y custodia, previa selección y
capacitación, en los términos que disponga la Ley Nacio-
nal de Ejecución Penal.

A este respecto, la Comisión Nacional de Derechos Hu-
manos en el “Pronunciamiento del Perfil del Personal Pe-
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nitenciario en la República Mexicana”,8 ha señalado lo
siguiente:

“11. La selección del personal debe considerar algunos
elementos básicos como perfil, a fin de que cuenten con
determinadas competencias profesionales para laborar
dentro del Sistema Penitenciario, realizando tareas en-
caminadas a la reinserción social de las personas sen-
tenciadas.

18. Una descripción que se tiene sobre el personal pe-
nitenciario se encuentra en la Ley que Establece las
Normas Mínimas sobre Readaptación Social de Senten-
ciados que decretaba en su artículo 4: “Para el ade-
cuado funcionamiento del sistema penitenciario, en la
designación del personal directivo, administrativo, téc-
nico y de custodia de las instituciones de internamiento
se considerará la vocación, aptitudes, preparación aca-
démica y antecedentes personales de los candidatos.”
Planteamientos que no están previstos en la nueva Ley
Nacional de Ejecución Penal, pues en el artículo 28,
fracción I, sólo se plantea como obligación de la Auto-
ridad Penitenciaria el establecimiento de un registro
para “La plantilla de su personal y sus funciones”; sin
considerar el perfil que debe satisfacer y en el artículo
33, fracción VIII, se ordena la elaboración de protoco-
los “De revisión del personal”, de los Centros Peniten-
ciarios, pero no sobre su perfil, cualidades y estudios.”

En consecuencia, se estima que existe un vacío legal y que
es necesario legislar para que el personal que labore en los
centros de reclusión penitenciaria, actúen de acuerdo con
los principios de los derechos humanos; cuenten con voca-
ción de servicio y aptitud de ayuda humanitaria, como re-
quisitos que deben prevalecer para garantizar el respeto al
derecho a una vida digna, buen trato y a la reinserción so-
cial de los sentenciados.

Es importante considerar las Reglas Mínimas de las Nacio-
nes Unidas para el Tratamiento de los Reclusos (Reglas
Mandela),9 las cuales disponen en sus Reglas 74 y 75:

Regla 74 

1. La administración penitenciaria seleccionará cuida-
dosamente al personal de todos los grados, puesto que
de la integridad, humanidad, aptitud personal y capaci-
dad profesional de dicho personal dependerá la buena
dirección de los establecimientos penitenciarios. 

Regla 75 

1. Todo el personal penitenciario poseerá un nivel de
educación suficiente y dispondrá de la capacidad y los
medios necesarios para desempeñar sus funciones de
una manera profesional. 

2. A todo el personal penitenciario se le impartirá, antes
de su entrada en funciones, una capacitación adaptada a
sus funciones generales y específicas, que refleje las
mejores prácticas contemporáneas de base empírica en
el ámbito de las ciencias penales. Sólo los candidatos
que superen satisfactoriamente las pruebas teóricas y
prácticas al término de la capacitación recibirán autori-
zación para ingresar en el servicio penitenciario.

3. La administración penitenciaria impartirá de manera
continua cursos de formación en el empleo con miras a
mantener y mejorar los conocimientos y la capacidad
profesional del personal después de su incorporación al
servicio y durante su carrera profesional. 

De conformidad con lo expuesto, se propone reformar el
artículo 6 de la Ley Nacional de Ejecución Penal para es-
tablecer que el personal del sistema penitenciario sea cui-
dadosamente seleccionado, realice el servicio público de
forma profesional y con pleno respeto a los derechos hu-
manos de los internos y sea capacitado permanentemente.

A través de un cuadro comparativo, se ilustra la reforma
que se propone: 

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción de esta Honorable Asamblea el siguiente:



Proyecto de decreto por el que se adiciona un segundo
párrafo al artículo 6 de la Ley Nacional de Ejecución
Penal

Artículo Único. Se adiciona un segundo y tercer párrafo al
artículo 6 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, reco-
rriéndose los demás en su orden, para quedar como sigue:

“Artículo 6. Organización del Centro Penitenciario

…

Para el adecuado funcionamiento del sistema penitenciario,
en la designación del personal directivo, administrativo,
técnico y de custodia de los centros penitenciarios se con-
siderará la vocación, aptitudes, preparación académica y
antecedentes personales de los candidatos.

El personal del sistema penitenciario realizará el servicio pú-
blico de forma profesional y con pleno respeto a los derechos
humanos de los internos y será capacitado permanentemente.

…”

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Dentro de los ciento veinte días siguientes a la
entrada en vigor del presente Decreto, el Titular del Poder
Ejecutivo Federal realizará las adecuaciones reglamenta-
rias que resulten necesarias, de conformidad con lo previs-
to en el presente Decreto.

Notas

1 Censo Nacional de Gobierno, Seguridad Pública y Sistema Peniten-
ciario Estatales 2015 Censos Nacionales de Gobierno Resultados, [en
línea], disponible en web: 

http://internet.contenidos.inegi.org.mx/contenidos/productos/prod_
serv/contenidos /espanol /bvinegi /productos /nueva_es-
truc/702825080761.pdf

2 Adoptadas por el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Pre-
vención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Gine-
bra en 1955, y aprobadas por el Consejo Económico y Social en sus re-
soluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 (LXII) de 13
de mayo de 1977. [en línea], disponible en web: 

http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/TreatmentOf-
Prisoners.aspx

3 Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asam-
blea General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de
1966. Entrada en vigor: 23 de marzo de 1976.

4 Adoptados y proclamados por la Asamblea General en su resolución
45/111, de 14 de diciembre de 1990. [ebn línea]m disponible en pági-
na web: 

http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/BasicPrinci-
plesTreatmentOfPrisoners.aspx

5 Adoptado por la Asamblea General en su resolución 43/173, de 9 de
diciembre de 1988. [en línea], disponible en página web: 

http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/DetentionO-
rImprisonment.aspx

6 San José, Costa Rica 7 al 22 de noviembre de 1969. [en línea], dis-
ponible en página web:

https://www.oas.org/dil/esp/tratados_b-32_convencion_america-
na_sobre_derechos_humanos.htm

7 Adoptados y proclamados por la Asamblea General en su resolución
45/111, de 14 de diciembre de 1990. [en línea], disponible en página
web:

http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/BasicPrinci-
plesTreatmentOfPrisoners.aspx

8 [en línea], disponible en página web: 

http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Informes/Especiales/Pronun-
ciamiento_20160807.pdf

9 21 de mayo de 2015, 

http://www.reglasmandela.com.ar/01.%20Reglas%20Mandela.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a los 24 días del mes de
octubre de 2017.— Diputados: Lorena Corona Valdés, Jesús Sesma
Suárez (rúbricas).»

La presidenta diputada María Ávila Serna: Gracias,
compañera diputada Lorena Corona. Túrnese a la Co-
misión de Justicia para dictamen.
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La presidenta diputada María Ávila Serna: Tiene la pa-
labra por diez minutos la diputada Rosa Alba Ramírez Na-
chis, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano,
para presentar iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma el artículo 62 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

La diputada Rosa Alba Ramírez Nachis: Con la autori-
zación de la Mesa Directiva.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Adelante,
diputada.

La diputada Rosa Alba Ramírez Nachis: Gracias. Me
permito, primeramente, darles a ustedes un cordial saludo
y decirles que nos regalen un aplauso para la diputada Ve-
ro, que estuvo de cumpleaños y que no la felicité porque no
estábamos aquí.

El día de hoy vengo a proponerles la modificación de un
artículo constitucional, de un artículo que ha pasado de ser
un parteaguas a totalmente ignorado, es el artículo 62 de
nuestra Carta Magna, el que tiene a bien tratar de blindar la
representatividad popular que cada uno de nosotros esta-
mos obligados a dignificar por esos ciudadanos que nos
dieron la oportunidad de su voto.

La representatividad popular tiene su origen en la división
de poderes establecida como contrapeso a los otros pode-
res. Si nosotros lo significáramos y lo analizáramos nos da-
ríamos cuenta que si no tuviéramos esa división de poderes
estaríamos hablando de una monarquía.

Para autores como Humberto Quiroga Lavie, la representa-
ción popular permite expresar el sentido común, la volun-
tad colectiva de un pueblo a los efectos de gobernarlo, es
decir, se convierte en la conciencia de un pueblo ante actos
del Ejecutivo, que pueden caer en el despotismo absoluto
parecido al de los monarcas medievales. O bien, quedar en
manos de gobernantes que han perdido la sensibilidad ante
las necesidades y requerimientos de la población. He ahí el
valor que tenemos todos nosotros como representantes del
pueblo de México.

En ese sentido pongo a su consideración, ante esta sobera-
nía, la modificación al artículo 62 de nuestra Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, con el fin de

que diputados y senadores no tengan ninguna otra activi-
dad ni desempeño profesional remunerativo, para que sean
única y exclusivamente representantes populares, y así se
dediquen de tiempo completo a servir a la sociedad mexi-
cana que les dio la oportunidad de venir a representarlos.

Es tiempo, compañeros, de que algunos representantes po-
pulares desarrollen sus funciones, no como un cuerpo com-
placiente de comparsa y de amigos del Poder Ejecutivo.
Que nos encarguemos cada uno de nosotros de dar trámites
a las iniciativas, pero no a cambio de dádivas o promesas
malentendidas o de sacar provechos malsanos que vienen a
beneficiar en forma individual a los aquí presentes.

En ese sentido, considero necesario replantear este funcio-
namiento para que cada representante popular en este Po-
der Legislativo se convierta en un verdadero líder, que sea
un real contrapeso a las decisiones del Ejecutivo.

En resumen, compañeros, propongo que el artículo 62 se
modifique de tal forma que nos obligue a desempeñar
nuestro trabajo de tiempo completo en favor de los mexi-
canos, para lo cual me permitiré leerles la redacción:

Los diputados y senadores propietarios ante el periodo de
su encargo no desempeñarán ninguna otra comisión, en-
cargo o empleo en cualquier figura organizativa de tipo gu-
bernamental, a fin de conservar la independencia mental y
la actuación que su cargo les confiere.

Podrán aceptar cargos honorarios en la iniciativa privada
que no interfieran con sus horarios y actividades legislati-
vas. En caso contrario, podrán solicitar licencia a la Cáma-
ra respectiva, a fin de separarse de sus funciones. Esto sig-
nifica, compañeras y compañeros, que, al no tener ningún
otro nexo con autoridad gubernamental o privada, nuestro
empeño y nuestra coordinación y nuestros quehaceres físi-
cos y mentales estarán encaminados a defender a los mexi-
canos.

Al día de hoy quienes disfrutan de comisiones para repre-
sentar otro tipo de cargos tienen que dividirse y tienen que
estar sirviéndoles a dos amos. Y hay un dicho muy común
que dice que el que a dos amos sirve con alguno queda mal.
Esta es la razón de pretender la autonomía de todos estos
diputados y diputadas que tenemos el encargo de represen-
tar única y exclusivamente al pueblo de México.

Estoy segura que el Frente Ciudadano abandera esta causa,
porque vamos en pro de servirles a los ciudadanos, de rati-



ficar el compromiso de representarlos con dignidad y con
entrega, sin tener que dividir nuestras simpatías o nuestras
preferencias entre una actividad equis y la actividad de
diputado o diputada.

Por lo anterior expuesto, compañeros y compañeras, con
esta iniciativa dejo en claro que si algún representante tie-
ne el interés de desempeñarse de manera alternativa en otra
función que no fuera la de legislar, solicite licencia al car-
go, teniendo el derecho de elegir la que más le convenga,
dejando la oportunidad a aquel que con esmero y entrega
busque servir al pueblo de México.

Concluyo diciendo que es momento que el Poder Legisla-
tivo retome el peso que tiene en esa división de Poderes. Es
momento que como representantes ciudadanos le demos su
lugar a los que hacen posible que devenguemos un sueldo.

Es momento que la dignidad del pueblo de México se vea re-
presentada en la oportunidad de resolver lo que viene a bene-
ficiar a los mexicanos, no lo que le conviene al Ejecutivo.

Por eso concluyo diciendo: en este país requerimos de re-
presentantes que con gallardía y entrega se dediquen a ha-
cer lo que se les contrató o para lo que se les eligió en esta
soberanía, que se dediquen a velar por el interés de la na-
ción, más allá de enriquecerse o buscar favores especiales
que únicamente le reditúen a los que aquí están presentes.
Es cuanto. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 62 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Rosa Alba Ramírez Nachis, del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano

La suscrita, Rosa Alba Ramírez Nachis, integrante del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la LXIII
Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, nume-
ral 1, fracción I, 77, numerales I y II, y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración del
pleno de esta asamblea la presente iniciativa con proyecto
de decreto, que reforma el artículo 62 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

I. Planteamiento del problema

La representatividad popular tiene su origen en la división
de poderes establecida como contrapeso al poder absoluto

de los monarcas. En nuestro país y siguiendo los esquemas
de los tratadistas de la revolución francesa, pero más exac-
tamente como copia del modelo estadounidense se estable-
ce un sistema político tripartita, sin embargo, la larga tra-
dición de la concentración del poder en una persona
heredada de las sociedades prehispánicas y del conquista-
dor europeo han llevado a configurar en la actualidad un
poder presidencial que se ha impuesto a los restantes pode-
res, esto más allá de esquemas constitucionales.

El artículo 49 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos configura un sistema político triparti-
to: “No podrán reunirse dos o más de estos poderes en
una sola persona o corporación, ni depositarse el Legis-
lativo en un individuo, salvo el caso de facultades ex-
traordinarias al Ejecutivo de la Unión, conforme a lo dis-
puesto en el artículo 29”.1

El Constituyente de 1917 pretendió acotar al Poder Eje-
cutivo facultades y prerrogativas que le colocaran por
encima de los otros poderes, configurando un poder le-
gislativo bicamaral con quinientos representantes popu-
lares y ciento veintiocho senadores que representan a las
entidades federativas.

El tema de la representación popular para algunos teóricos
es un tema de legitimidad o que proporciona legitimidad a
los gobiernos, por ello la importancia de contar en los re-
gímenes demócratas vigentes como el nuestro, con repre-
sentantes que emanen de procesos electorales también le-
gítimos, sustentados en la legalidad; de tal manera que
sean verdaderos representantes de la nación en el de-
sempeño de sus funciones.

Para autores como Humberto Quiroga Lavie, “la repre-
sentación popular permite expresar el sentido común, la
voluntad colectiva de un pueblo a los efectos de gober-
narlo”;2 es decir, se convierte en la conciencia de un pue-
blo ante actos del Ejecutivo que pueden caer en el des-
potismo absoluto parecido al de los monarcas
medievales, o bien de gobernantes que han perdido la
sensibilidad ante las necesidades y requerimientos de la
población, ahí el valor de la representación popular, que
le hace necesaria e indispensable como garante del sentir
nacional, de las libertades individuales y de los derechos
sociales de una nación.

La existencia de un poder ejecutivo con atribuciones y fun-
ciones meta legales que le empoderan más allá del equili-
brio indispensable, de pesos y contrapesos que permitan la
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sana interacción de los poderes, debe llevar a fortalecer al
Poder Legislativo mediante la redimensión de sus funcio-
nes ante los otros poderes.

Pongo a consideración de esta soberanía modificar el artí-
culo 62 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, a fin de que diputados federales y senadores no
tengan otra actividad profesional o remunerativa que la de
representantes populares y así, se dediquen de tiempo com-
pleto a servir a la sociedad mexicana que representan.

El desempeño de la representación popular en las actuales
circunstancias debe entrañar la disposición de la diputada o
del diputado para legislar en los diferentes rubros que con-
forman el marco legal con absoluta profesionalización,
dando lustre al mandato ciudadano otorgado.

Es tiempo, compañeros, de que algunos representantes po-
pulares desarrollen sus funciones como miembros de un
cuerpo complaciente que se encargue de dar trámite a las
iniciativas o a los cambios que este proponga de acuerdo a
intereses que no son en muchas ocasiones los de la nación.

Considero necesario replantear este funcionamiento, para
que cada representante popular en este poder legislativo se
convierta en un verdadero líder qué permita ser un real
contrapeso a las decisiones del Ejecutivo.

En México requerimos representantes que se dediquen a
velar por el interés de la nación, más allá del reparto de
prebendas, como lo pueden ser el desempeñar de manera
alterna algún cargo en asociaciones civiles, fundaciones,
asociaciones religiosas, sindicales, de la iniciativa privada
o en algún ámbito de cualquiera de los tres niveles de la ad-
ministración pública.

Por lo expuesto y a modo de conclusión, compañeros, el
objeto esencial de mi propuesta, es plantear la necesidad de
que diputados y senadores sean representantes populares
de tiempo completo para responder a la altura de las actua-
les circunstancias, dejando a un lado otras actividades que
pueden distraer en mucho la esencia de sus funcione.

Con esta iniciativa dejo en claro que si algún representan-
te popular tiene el interés de desempeñar de manera alter-
nada actividad alguna fuera de las que le corresponden a
los legisladores soliciten licencia al cargo, teniendo el de-
recho de elegir la que más le convenga, dejando la oportu-
nidad aquel que con esmero y entrega busque representar
dignamente a los ciudadanos.

En resumen, lo que propongo quedaría de la siguiente
manera:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Por lo anteriormente expuesto, compañeros y compañeras
diputados reformar el artículo 62 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos es necesaria para poner un
alto a la insaciable ambición de hacer del servicio público un
modo de vida para muchos malos mexicanos.

II. Fundamento legal de la iniciativa

Con motivo de esta iniciativa se incidirá en Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

III. Denominación del proyecto de ley o decreto

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 62
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

IV. Ordenamiento por modificar

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

V. Texto normativo propuesto

Por lo expuesto se presenta a esta soberanía iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 62 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos.



Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 62. Los diputados y senadores propietarios du-
rante el período de su encargo, no desempeñaran ninguna
otra comisión, encargo o empleo en cualquier figura orga-
nizativa de tipo gubernamental a fin de conservar la inde-
pendencia mental y de actuación que su encargo les con-
fiere. Podrán aceptar cargos honorarios en la iniciativa
privada que no interfiera con sus horarios y actividades le-
gislativas. En caso contrario, solicitarán licencia a la cáma-
ra respectiva a fin de separarse de sus funciones como re-
presentantes populares mientras dure la nueva ocupación.
La misma regla se observará con los diputados y senadores
suplentes, cuando estuviesen en ejercicio. La infracción de
esta disposición será castigada con la pérdida del carácter
de diputado o senador.

VI. Artículo transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_150917.pdf

2 Sobre la teoría de la representación popular y la división de los po-

deres de gobierno. Consultado en 

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/5/2107/11.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de noviembre de 2017.— Dipu-
tada Rosa Alba Ramírez Nachis (rúbrica).»

La presidenta diputada María Ávila Serna: Muchas
gracias, diputada Rosa Alba Ramírez. Túrnese a la Co-
misión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

La presidenta diputada María Ávila Serna: Tiene la pa-
labra, por cinco minutos, el diputado Luis Manuel Hernán-
dez León, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza, pa-
ra presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 6 de la Ley General de Desarrollo Social.

El diputado Luis Manuel Hernández León: Con su ve-
nia, señora presidenta.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Adelante,
diputado.

El diputado Luis Manuel Hernández León: Decía José
Vasconcelos, que la cultura engendra progreso y que si no
hay cultura poco se le puede exigir a los ciudadanos de un
país. La cultura identifica a una nación. La cultura es todo
lo que ha hecho el hombre, el conocimiento, valores, cos-
tumbres, lo que caracteriza a un pueblo en una nación en
una época determinada.

Por ello, la cultura también cuenta nuestra historia y es un
legado que sirve de base a nuestra sociedad. En los últimos
años se ha comenzado a redefinir paulatinamente su papel
frente a la economía y al desarrollo, al ser un importante
factor de cohesión social. Las distintas manifestaciones ar-
tísticas como la música, la danza, el teatro, son forma de
exteriorizar nuestra tradición y es a través de ellas que se
ha comenzado a hablar sobre importantes temas como la
misma diversidad cultural, la integración de comunidades
minoritarias, los procesos de igualdad de género y la pro-
blemática de las comunidades marginadas, entre otras.

Es por ello que las decisiones políticas, las iniciativas eco-
nómicas y financieras, así como las reformas sociales, de-
ben tomar en cuenta esta perspectiva cultural que permita
atender las aspiraciones e inquietudes de la sociedad en su
conjunto.

Es fundamental reconocer que la cultura es una gran in-
fluencia en el desarrollo social mediante el fortalecimiento
del bienestar y las libertades a que aspiramos todos los se-
res humanos, toda vez que de una u otra forma envuelven
nuestras vidas, nuestros deseos, nuestras frustraciones,
nuestras ambiciones determinando en gran medida nuestra
identidad individual y colectiva.

Por ello, resulta por demás pertinente la iniciativa que
pongo a su consideración para incorporar a la Ley Gene-
ral de Desarrollo Social a la cultura como un derecho. El
objetivo es humanizar el desarrollo cultural para que la
persona de cada pueblo pueda informarse, aprender y co-
municar sus experiencias culturales a todos los demás,
pues si bien el desarrollo social es un proceso cuyo obje-
to consiste en conducir el mejoramiento de las condicio-
nes de vida de toda la población en los diferentes ámbi-
tos, también debe de proporcionar equidad en dicho
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crecimiento a fin de coadyuvar a la democratización po-
lítica, social, y cultural de la nación.

En este sentido, propiciar un acercamiento de las expresio-
nes artísticas a la comunidad es una tarea fundamental pa-
ra garantizar un verdadero desarrollo social.

Por el apoyo que brinden a esta iniciativa, señoras y seño-
res legisladores, y por su atención, muchas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 6o. de la Ley General de
Desarrollo Social, a cargo del diputado Luis Manuel Her-
nández León, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza

Quien suscribe, Luis Manuel Hernández León, diputado
federal de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión e integrante del Grupo Parlamentario Nueva
Alianza, con fundamento en lo dispuesto por la fracción II
del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y los artículos 6, numeral 1, fracción I;
77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someto a consideración de esta soberanía la presen-
te iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma
el artículo 6 de la Ley General de Desarrollo Social, al te-
nor del siguiente

Planteamiento del problema

Un cuestionamiento, en vísperas de ser atendido, consiste
en resolver el por qué no se presta suficiente atención a la
cultura cuando se investiga el funcionamiento de las socie-
dades, en general, y el proceso de desarrollo, en particular.

Para resolver esta interrogante, es preciso contextualizar
que el único propósito de la cultura es influir en el desa-
rrollo social, mediante el fortalecimiento del bienestar y de
las libertades a que aspiramos todos los seres humanos. 

Para alcanzar este designio, es necesario optar por un
amplio enriquecimiento cultural, colmado de literatura,
música, bellas artes y otras formas de expresión y prácti-
cas culturales.

En la actualidad, las sociedades son más exigentes frente al
desarrollo social; lo anterior se percibe cuando las políticas
complementarias en los campos de la cultura, la educación,
la ciencia y la comunicación establecen una ponderación
armoniosa entre el adelanto técnico y la prominencia inte-
lectual y decorosa de la humanidad.

A través de esa conjunción es que lograremos una verda-
dera transformación básica en el porvenir de las socieda-
des, y así conseguir una efectiva situación de éxito. Para
conseguirlo, es importante tomar en cuenta los principios
de la diversidad cultural, mismos que actualmente han em-
pezado a rediseñar su posición frente a la economía y al de-
sarrollo, los cuales han iniciado a descubrir y reconocer
que el papel que juega la cultura es mucho más importante
de lo que se creía. 

Por ello, no es extraño notar que la mayoría de iniciativas
en materia económica y social tienen mayores posibilida-
des de avanzar con éxito, si, a la par, se toma en cuenta la
perspectiva cultural para atender las aspiraciones e inquie-
tudes de la sociedad. Visto de esta manera, consideremos
que “tener un alto Producto Interno Bruto per capita pero
poca música, pocas artes, poca literatura, etcétera, no equi-
vale a un mayor éxito en el desarrollo”,i evidenciando, así,
la necesidad de combatir el desequilibrio que repercute en
la realidad económica y el desarrollo social.

Por lo antes mencionado, acorde con las directrices de
nuestra Agenda Parlamentaria, en Nueva Alianza consi-
deramos trascendental implementar en la Ley General de
Desarrollo Social a la cultura como un derecho, en aras
de que todos debemos contribuir al desarrollo social y
disfrutar del él, ya que, “de una u otra forma, la cultura
envuelve nuestras vidas, nuestros deseos, nuestras frus-
traciones, nuestras ambiciones”, así como el ejercicio de
las libertades que anhelamos.ii

Exposición de Motivos

Si dejamos de darle valor al papel que históricamente ha des-
empeñado la cultura, podremos asegurar que estamos dejan-
do fuera, de manera sustancial, muchos de los componentes
y recursos necesarios para los procesos de desarrollo.

En esa tónica, la Declaración sobre el Derecho al Desarro-
llo ha señalado que éste “[…] es un derecho humano in-
alienable en virtud del cual, todo ser humano y todos los
pueblos están facultados para participar en un desarrollo
económico, social, cultural y político en el que puedan re-
alizarse plenamente todos los derechos humanos y liberta-
des fundamentales, (estando destinado el ser humano) a
contribuir a ese desarrollo y a disfrutar del él […].”iii

Así, podemos deducir que el desarrollo social es un proce-
so que, en el transcurso del tiempo, conduce al mejora-
miento de las condiciones de vida de toda la población en



diferentes ámbitos: salud, educación, nutrición, vivienda,
seguridad social, empleo o salarios, principalmente. Sin
omitir que ello también implica la reducción de la pobreza,
de la vulnerabilidad y de la desigualdad en el ingreso.iv

En esa misma perspectiva, la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos establece que el Estado organi-
zará un sistema de planeación democrática del desarrollo
nacional, el cual debe de proporcionar la solidez, el dina-
mismo, la competitividad, la permanencia y la equidad al
crecimiento de la economía, a fin de coadyuvar a la inde-
pendencia y la democratización política, social y cultural
de la nación.v

De esa norma constitucional emana la Ley General de De-
sarrollo Social (LGDS), con el fin de dar sentido, orden y
regulación a los procesos de institucionalidad en las distin-
tas áreas sociales, en donde se garantice el pleno acceso de
los derechos sociales. 

En este sentido, el artículo 6 de la Ley General de Desa-
rrollo Social contempla, como derechos para el desarrollo
social, a la educación, la salud, la alimentación nutritiva y
de calidad, la vivienda, el disfrute de un medio ambiente
sano, el trabajo y la seguridad social, así como los relativos
a la no discriminación.

Al respecto, y en función de ese mandato, el Estado ha opta-
do por implementar diversas estrategias destinadas a sufragar
las necesidades básicas de la población; ello, a través de pro-
puestas y modificaciones encauzadas a re-direccionar la Es-
trategia Nacional de Inclusión Social y la reagrupación de
programas presupuestales, con el fin de priorizar la asigna-
ción de recursos públicos a esos programas.

Empero, sus resultados han estado alejados de lo esperado
y, como consecuencia, se observa el continuo menoscabo
en el ingreso de los hogares e incrementos en el rezago
educativo, en la carencia por acceso a los servicios de sa-
lud, de seguridad social, alimentaria, así como carencias en
la calidad y los servicios de la vivienda.

Con la intención de cambiar estos resultados fallidos, con-
sideramos que es el momento oportuno para integrar el de-
recho a la cultura dentro del catálogo de derechos sociales
de la política social, con el fin de asegurar un desarrollo
equilibrado, mediante la integración de factores culturales
en las estrategias sociales.

Ahora bien, el objetivo primordial para que la política de
desarrollo social evolucione hacia un enfoque de inclusión
más amplio, es extender el inventario de derechos sociales
hacia un enfoque cultural; de ahí que sea necesario obser-
var y atender lo que estipulan los distintos instrumentos in-
ternacionales que tratan el derecho a la cultura.

Primeramente, debemos decir que la Organización de las
Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultu-
ra (UNESCO), se encargó de definir a la cultura como
“[…] el conjunto de los rasgos distintivos, espirituales, ma-
teriales y afectivos que caracterizan una sociedad o grupo
social. En ella se engloba, además de las artes y las letras,
los modos de vida, los derechos fundamentales del ser hu-
mano, los sistemas de valores, creencias y tradiciones
[…].”viación Universal de los Derechos Humanos fue el
primer instrumento internacional en adoptar que “[…] toda
persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida
cultural de la comunidad, a gozar de las artes y a participar
en el progreso científico y en los beneficios que de él re-
sulten […]”, vii como parte de un derecho de carácter uni-
versal y progresivo, tutelado por los principios de indivisi-
bilidad e interdependencia.

Asimismo, el Pacto Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales tomo como base lo anterior y ex-
puso que 

“[…] 1. Los Estados Parte reconocen el derecho de to-
da persona a: a) Participar en la vida cultural; b) Gozar
de los beneficios del progreso científico y de sus aplica-
ciones; c) Beneficiarse de la protección de los intereses
morales y materiales que le correspondan por razón de
las producciones científicas, literarias o artísticas de que
sea autora. 

2. Entre las medidas asegurarán el pleno ejercicio de es-
te derecho, así también figurarán las necesarias para la
conservación, el desarrollo y la difusión de la ciencia y
de la cultura. 

3. Se comprometen a respetar la indispensable libertad
para la investigación científica y para la actividad crea-
dora. 

4. Reconocen los beneficios que derivan del fomento y
desarrollo de la cooperación y de las relaciones interna-
cionales en cuestiones científicas y culturales […]”.viii
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Lo antes detallado demuestra que es indispensable huma-
nizar el desarrollo cultural para que la persona de cada pue-
blo pueda informarse, aprender y comunicar sus experien-
cias culturales a todos los demás. 

Además, debemos tener claro que toda política cultural de-
be rescatar el sentido profundo y humano del desarrollo;
para ello, se requieren nuevos modelos y es precisamente
en el ámbito de la cultura en donde han de encontrarse.

En el contexto nacional, la Declaración de México sobre
las Políticas Culturales ha establecido que “[…] la cultura
constituye una dimensión fundamental del proceso de de-
sarrollo y contribuye a fortalecer la independencia, la so-
beranía y la identidad de las naciones. El desarrollo autén-
tico persigue el bienestar y la satisfacción constante de
cada uno y de todos […]”.ix

Por su parte, la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos establece que “[…] toda persona tiene para el
acceso a la cultura y al disfrute de los bienes y servicios
que presta el Estado en la materia, así como el ejercicio de
sus derechos culturales. El Estado promoverá los medios
para la difusión y desarrollo de la cultura, atendiendo a la
diversidad cultural en todas sus manifestaciones y expre-
siones con pleno respeto a la libertad creativa. La ley esta-
blecerá los mecanismos para el acceso y participación a
cualquier manifestación cultural […].”x

Este mandato constitucional da origen a la reciente Ley
General de Cultura y Derechos Culturales, la cual señala
que ésta “[…] promoverá y protegerá el ejercicio de los de-
rechos culturales y establecerá las bases de coordinación
para el acceso de los bienes y servicios que presta el Esta-
do en materia cultural […].”xi

Del mismo cuerpo normativo se desprende que “[…] la po-
lítica cultural del Estado deberá contener acciones para
promover la cooperación solidaria de todos aquellos que
participen en las actividades culturales incluidos, el cono-
cimiento, desarrollo y difusión de las culturas de los pue-
blos indígenas del país, mediante el establecimiento de ac-
ciones que permitan vincular al sector cultural con el sector
educativo, turístico, de desarrollo social, del medio am-
biente, económico y demás sectores de la sociedad
[…].”xii

Lo anterior está amparado por la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación, la cual señaló que: 

“[…] de la interpretación armónica y sistemática de los
artículos 3o., 7o., 25 y 26 de la CPEUM, en relación con
diversos preceptos sobre derechos humanos de carácter
internacional, adoptados por el Estado Mexicano (sic), y
conforme al artículo 4o. constitucional, deriva que el
derecho a la cultura se incluye dentro del marco de los
derechos fundamentales; de ahí que el Estado deba ga-
rantizar y promover la libre emisión, recepción y circu-
lación de la cultura, tanto en su aspecto individual, co-
mo elemento esencial de la persona, como colectivo en
lo social, dentro del cual está la difusión de múltiples
valores, entre ellos, los históricos, las tradiciones, los
populares, las obras de artistas, escritores y científicos,
y muchas otras manifestaciones del quehacer humano
con carácter formativo de la identidad individual y so-
cial o nacional […].”xiii

Como bien se mencionó a lo largo de esta exposición, el
derecho a la cultura debe ir de la mano del desarrollo so-
cial, en atención a que las acciones, hechos y consecuen-
cias culturales se gestan como parte de un proceso real que
crea, promueve, orienta, gestiona y transforma al Esta-
do–nación, a través de estrategias que fortalecen la dimen-
sión cultural de la vida individual y colectiva que se lleva
a cabo en el seno de la sociedad donde éstas se presentan.

Esa situación se ve reflejada desde las culturas occidenta-
les, mismas que se orientaron a la búsqueda y el fortaleci-
miento de los valores democráticos; sin embargo, aún dis-
ta mucho de esa realidad. Es por lo que creemos que es
buen momento para iniciar los trabajos que nos permitan
generar una cultura política democrática.

Cabe recordar que el valor estratégico que tiene la cultura
dentro de la economía y su contribución fundamental al de-
sarrollo económico, social y sustentable, remarca que los
procesos de desarrollo económico y social sostenibles, así
como la cohesión e inclusión social, sólo son posibles
cuando son acompañados de políticas públicas que toman
plenamente en cuenta la dimensión cultural y respetan la
diversidad de los entes involucrados.

Finalmente, y no por ello menos importante, es conve-
niente mencionar que la cultura y las artes, por ser for-
mativas como la educación, son consideradas herramien-
tas clave para el desarrollo de las personas, de la sociedad
y del país, que hoy más que nunca necesita abrir sus fron-
teras al conocimiento.



Por ello, en Nueva Alianza aspiramos a crear un mejor fu-
turo cultural a través del permanente desarrollo de las ide-
as, la innovación y el fomento de la cultura y las artes.

Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas y fundadas, en mi cali-
dad de Diputado Federal e integrante del Grupo Parlamen-
tario Nueva Alianza en la LXIII Legislatura de la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión; con
fundamento en lo dispuesto por la fracción II, del artículo
71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77, numeral
1 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
to a consideración de esta soberanía la presente iniciativa
con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 6 de la Ley Ge-
neral de Desarrollo Social

Artículo Único. Se reforma el artículo 6 de la Ley General
de Desarrollo Social, para quedar como sigue:

Artículo 6. Son derechos para el desarrollo social la edu-
cación, la cultura, la salud, la alimentación nutritiva y de
calidad, la vivienda, el disfrute de un medio ambiente sa-
no, el trabajo y la seguridad social y los relativos a la no
discriminación en los términos de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

i Disponible en: 

http://www.letraslibres.com/mexico/como-importa-la-cultura-en-
el-desarrollo 

ii Ídem.

iii Disponible en: 

http://www.un.org/es/events/righttodevelopment/declaration.shtml

iv Disponible en: 

http://archivos.diputados.gob.mx/Centros_Estudio/Cesop/Comi-
siones/d_dsocial.htm

v Disponible en: 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_240217.pdf

vi Disponible en: 

http://www.uis.unesco.org/culture/Documents/framework-cultural-
statistics-culture-2009-spa.pdf

vii Disponible en: 

http://www.un.org/es/universal-declaration-human-rights/

viii Disponible en: 

http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/CESCR.aspx

ix Disponible en: 

http://portal.unesco.org/culture/es/files/35197/11919413801mexi-
co_sp.pdf/mexico_sp.pdf

x Disponible en: 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_240217.pdf

xi Disponible en: 

http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5487339&fe-
cha=19/06/2017

xii Ídem.

xiii Disponible en: 

https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/Paginas/wfDetalleTesis.aspx?SN=1
&Clase=DetalleTesisBL&ID=2001622&Expresion=Derecho%20a
%20la%20cutura.%20El%20Estado%20mexicano%20debe

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, a los 10 días del mes
de octubre de 2017.— Diputado Luis Manuel Hernández León (rú-
brica).»

La presidenta diputada María Ávila Serna: Gracias a
usted, diputado Luis Manuel Hernández. Túrnese a la
Comisión de Desarrollo Social para dictamen.
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DICTÁMENES A DISCUSIÓN DE LEY O DECRETO 

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR

La presidenta diputada María Ávila Serna: El siguiente
punto del orden del día es la discusión del dictamen de la
Comisión de Economía con proyecto de decreto por el que
se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley
Federal de Protección al Consumidor. 

La secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedo-
lla: Dictamen de la Comisión de Economía con proyecto
de decreto por el que se reforman y adicionan diversas dis-
posiciones de la Ley Federal de Protección al Consumidor.
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La presidenta diputada María Ávila Serna: Por lo tan-
to, tiene el uso de la palabra por cinco minutos el diputado
Jorge Enrique Dávila Flores, para fundamentar el dicta-
men, de conformidad con el artículo 104, numeral 1, frac-
ción II del Reglamento de la Cámara de Diputados.

El diputado Jorge Enrique Dávila Flores: Con su venia,
diputada presidenta.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Adelante,
diputado.

El diputado Jorge Enrique Dávila Flores: Honorable
asamblea. En representación de los integrantes de la Comi-
sión de Economía que me honro en presidir, presento ante
esta soberanía el dictamen de la minuta con proyecto de de-
creto por el que se reforman y adicionan diversas disposi-
ciones de la Ley Federal de Protección al Consumidor.

Es importante resaltar que el dictamen fue aprobado por
unanimidad en nuestra comisión. El dictamen de la minuta
proveniente del Senado, tiene por objeto fortalecer los de-
rechos de los consumidores y otorgar mayores facultades a
la Procuraduría Federal del Consumidor para generar ma-
yor certidumbre jurídica en las relaciones de consumo.

La minuta surgió de diversas iniciativas provenientes de to-
das las fracciones parlamentarias en la Cámara de Senado-
res y en su formulación se tomó en cuenta la opinión de di-
versas organizaciones de la sociedad civil, así como
cámaras y organismos empresariales.

Es importante subrayar que la minuta que hoy discutimos
también fue aprobada por unanimidad en el Senado de la
República.

Ya en esta Cámara de Diputados, la Comisión de Economía
consultó de nueva cuenta a todas las fracciones parlamen-
tarias y a los diversos sectores implicados, logrando con-
sensos que se reflejaron en la unanimidad con la que se
aprobó el documento que hoy presento ante esta soberanía.

Este documento constituye un esfuerzo sin comparación en
los últimos años para generar, sobre todo, una mayor certi-
dumbre jurídica en las relaciones de consumo.

Dentro de la minuta se establece que los proveedores no
podrán incrementar los precios de bienes y servicios por fe-
nómenos naturales, fenómenos meteorológicos o contin-
gencias sanitarias, y tampoco aplicar cargos sin previo con-

sentimiento del consumidor o que no se deriven del con-
trato correspondiente.

Asimismo, se prohíbe incluir información o publicidad en-
gañosa en la comercialización de un producto o servicio.

Con relación al comercio electrónico, se contempla que el
proveedor que ofrezca o venda productos o servicios utili-
zando medios electrónicos, deberá cumplir con la norma
mexicana expedida por la Secretaría de Economía.

También se reforzarán las facultades de la Profeco en su
labor de defensa de los consumidores, otorgándole nuevas
herramientas para su actuación, por ejemplo: alertas dirigi-
das a los consumidores.

En caso de que se presenten multas que imponga la Profe-
co, se podrán considerar como créditos fiscales y podrán
ser cubiertos a través de medios electrónicos, lo cual forta-
lece la transparencia en su cobro y así generar confianza en
el mercado y certidumbre jurídica tanto para los proveedo-
res como para los consumidores y las autoridades corres-
pondientes.

También se establece un plazo de 10 días para el retiro de
los sellos de suspensión o advertencia, en caso de que sean
colocados en los establecimientos como una medida pre-
cautoria. Al día de hoy la ley no contempla un plazo pe-
rentorio para que la autoridad retire los sellos a los empre-
sarios que ya cumplieron con lo señalado por la
Procuraduría.

Compañeras y compañeros diputados, el dictamen que pre-
sentamos busca proteger y promover efectivamente los de-
rechos de los consumidores fortaleciendo la supervisión y
robusteciendo la acción de las autoridades para contribuir a
un mejor funcionamiento del mercado, y con esto, mejorar
la seguridad jurídica en las relaciones de consumo.

Es por eso que el día de hoy, a nombre de la Comisión de
Economía, solicito a todos ustedes compañeras diputadas y
compañeros, el voto a favor del presente dictamen. Es
cuanto, diputada presidente. Muchas gracias.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Gracias a
usted, diputado Jorge Enrique Dávila.

De conformidad con el artículo 104, numeral 1, fracción IV
del Reglamento de la Cámara de Diputados, se han regis-
trado para fijar la posición de su grupo parlamentario las si-
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guientes diputadas y diputados, quienes harán uso de la pa-
labra, por cinco minutos cada uno de ellos.

Por el Partido Encuentro Social, la diputada Nancy López
Ruiz; por el Partido Nueva Alianza, el diputado Carlos Gu-
tiérrez García; por el Partido Movimiento Ciudadano, el
diputado Luis Ernesto Munguía González; por el Partido
Verde Ecologista de México, la diputada Lorena Corona
Valdés; por el Partido Morena, el diputado Alejandro Ar-
menta Mier; por el Partido de la Revolución Democrática,
la diputada Lluvia Flores Sonduk; por el Partido Acción
Nacional, diputado Miguel Ángel Salim Alle; y, por el Par-
tido Revolucionario Institucional, el diputado Fernando
Uriarte Zazueta.

Tiene el uso de la palabra por cinco minutos, la diputada
Nancy López Ruiz.

La diputada Nancy López Ruiz: Buenas tardes. Con su
permiso, presidenta.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Adelante,
diputada.

La diputada Nancy López Ruiz: Honorable asamblea, la
aprobación del dictamen que hoy nos ocupa conlleva una
reforma integral y robusta para actualizar la Ley Federal de
Protección al Consumidor, toda vez que atiende no solo las
iniciativas de los diversos grupos parlamentarios del Sena-
do, sino también las inquietudes del Poder Judicial y de di-
versos diputados federales, entre los que podemos referir al
diputado Abdies Pineda Morín, del Grupo Parlamentario
de Encuentro Social.

El mencionado legislador en abril pasado presentó una ini-
ciativa de reforma a la Ley Federal de Protección al Con-
sumidor, en materia de actualización de sanciones. Con la
publicación de la Ley Federal de Protección al Consumidor
en 1976, México fue la segunda nación de América Latina
en contar con una ley en la materia, que encuentra su sus-
tento en el artículo 28 constitucional. En dicho precepto se
reconocen los derechos de los consumidores, reenvía a la
ley secundaria el cuidado de sus intereses y a la Procura-
duría Federal del Consumidor las facultades al afecto.

La Profeco, como organismo público descentralizado, na-
ció para promover y proteger los derechos del consumidor,
fomentar el consumo responsable e inteligente y procurar
la equidad y seguridad jurídica en las relaciones entre pro-

veedores y consumidores. Entre las principales luces del
dictamen de mérito se destacan:

La garantía que los proveedores no podrán incrementar in-
justificadamente precios por fenómenos naturales, meteo-
rológicos o contingencias sanitarias.

El establecimiento de sanciones por obstaculizar o impedir
visitas de verificación.

La emisión de alertas dirigidas a consumidores de bienes,
productos o servicios defectuosos, dañinos o que pongan
en riesgo la vida, la salud o la seguridad; su retiro, destruc-
ción, reparación y sustitución.

La prohibición de publicidad que indique que un producto
es avalado por asociaciones profesionales cuando no se
cuente con soporte fehaciente y científico.

La obligación de guiarse por las normas mexicanas emiti-
das por la Secretaría de Economía para el ofrecimiento y
comercialización de productos o servicios por medios elec-
trónicos. 

Asimismo, en el dictamen se contienen aspectos tales como
las ventas a domicilio o fuera del establecimiento mercantil,
contratos de adhesión e incremento en la temporalidad de uno
a tres años para que se configure la reincidencia.

En Encuentro Social estamos comprometidos con la
construcción de una cultura de consumo responsable e
inteligente, a fin de que los consumidores tengan la posi-
bilidad de realizar una buena toma de decisiones, sufi-
cientemente informada respecto del consumo de bienes y
servicios, los efectos de sus actos de consumo y los de-
rechos que le asisten.

Conscientes de esta necesidad, hemos presentado diversas
iniciativas que, cabe señalar, han sido desechadas o pre-
cluidas. Estamos seguros que el consumo inteligente como
facilitador de mejores condiciones económicas hace refe-
rencia a la adquisición racional de bienes y servicios, sin
llegar a elevados niveles de consumo que sean insosteni-
bles para la economía del consumidor.

Para ello, es necesario contar con información clara y su-
ficiente para adquirir la capacidad de elegir los bienes y
servicios que satisfagan realmente las necesidades del
consumidor, sin que afecten su economía familiar. Por
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todo lo expuesto, en conciencia y con congruencia vota-
remos a favor.

Un México en que el consumo responsable e inteligente
sea para todos es posible. Hagámoslo nosotros. Es cuanto,
presidenta.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Muchas
gracias, diputada Nancy López Ruiz. A continuación, tiene
el uso de la palabra el diputado Carlos Gutiérrez García,
del Grupo Parlamentario del Partido de Nueva Alianza. Por
cinco minutos, diputado.

El diputado Carlos Gutiérrez García: Muchas gracias.
Con el permiso de la Presidencia. Compañeras y compañe-
ros legisladores, el día de hoy hago referencia al dictamen
por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones
de la Ley Federal de Protección al Consumidor, cuya fina-
lidad es actualizar la ley para defender de una forma más
eficaz a los consumidores del país.

Es importante destacar que la presente reforma es fruto de
meses de trabajo, en los que se analizaron a fondo las pro-
puestas y se reunieron opiniones y puntos de vista de los
diversos sectores involucrados para atender las inquietudes
de los consumidores.

La reforma que se encuentra a consideración de la asam-
blea es sumamente amplia y pretende, entre otras cosas, es-
tablecer las bases mínimas para la operación del comercio
electrónico, procurando ante todo el bienestar del consu-
midor y fomentando la competencia.

También se precisa la prohibición de los proveedores de in-
crementar injustificadamente precios debido a fenómenos
naturales, meteorológicos, o contingencias sanitarias. De
igual manera se incrementan las atribuciones de la Profeco,
incluyendo la de emitir alertas dirigidas a los consumido-
res y dar a conocer las de otras autoridades o agencias so-
bre productos o prácticas en el abastecimiento de bienes,
productos o servicios defectuosos, dañinos o que pongan
en riesgo la vida, la salud o la seguridad.

Asimismo, se faculta a la Profeco para retirar del mercado
los bienes o productos cuando se haya determinado que po-
nen en riesgo la vida o la salud del consumidor y, en su ca-
so, ordenar la destrucción de los mismos, a fin de evitar su
comercialización.

Una de las reformas que conviene destacar es la prohibi-
ción de incluir en la información o publicidad de un pro-
ducto o servicio, toda leyenda que indique que han sido
avalados, aprobados, recomendados o certificados por so-
ciedades o asociaciones profesionales, si no se cuenta con
la documentación que soporte con evidencia científica las
cualidades o propiedades de producto o servicio. Esto es
una manera de poner un alto a la publicidad y comerciali-
zación de los llamados productos milagro.

En Nueva Alianza estamos de lado de los consumidores, es
por ello que coincidimos con lo antes planteado, ya que es
una forma de contribuir a salvaguardar los derechos de las
y los mexicanos. Por su atención, muchas gracias. Es cuan-
to, señora presidenta.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Gracias,
diputado Carlos Gutiérrez. A continuación tiene el uso de
la palabra, por cinco minutos, el diputado Luis Ernesto
Munguía González, del Partido Movimiento Ciudadano.

El diputado Luis Ernesto Munguía González: Muchas
gracias. Muy buenas tardes, compañeras y compañeros
diputados. La agenda de defensa de los consumidores, es
una agenda eminentemente ciudadana.

En la relación entre consumidores y empresas podemos ob-
servar abusos y atropellos, que reflejan una falta de Estado
de derecho y una ausencia de reglas claras. En este sentido,
es nuestra responsabilidad incidir en cualquier espacio
donde podamos defender a los ciudadanos.

Desde el principio de la legislatura, para el Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano, la agenda de defensa
y protección de los consumidores ha sido una prioridad,
por ello hemos impulsado temas que ya han salido adelan-
te, como la defensa de los usuarios de aerolíneas y servi-
cios de telefonía móvil, así como otros rubros que continú-
an en esta Cámara, como la protección de usuarios de
seguros, de servicios financieros, de espectáculos públicos
y recientemente la agenda de derechos digitales.

El día de hoy discutimos un dictamen que plantea diversas
modificaciones en materia de protección a los consumido-
res, particularmente castigar el alza injustificada de los pre-
cios durante fenómenos naturales, fortalecer las visitas de
verificación, empoderar a la Procuraduría Federal del Con-
sumidor, revisar la publicidad de los proveedores y regular
las ventas a domicilio o fuera de los establecimientos mer-
cantiles.
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La defensa de los consumidores debe ser entendida como
un espacio fundamental de acción, para fortalecer el Esta-
do de derecho y reconstruir la confianza ciudadana.

Por ello, en Movimiento Ciudadano votaremos a favor del
presente dictamen y nos sumamos a todos los esfuerzos
que promuevan la defensa de los consumidores, porque es-
ta es una vía para fortalecer nuestras instituciones y la eco-
nomía mexicana, con los derechos de los ciudadanos. Mu-
chas gracias.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Gracias,
diputado Luis Ernesto Munguía. A continuación tiene el
uso de la palabra, por cinco minutos, la diputada Lorena
Corona Valdés, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México.

La diputada Lorena Corona Valdés: Compañeros legis-
ladores, el dictamen que está a discusión constituye una
amplia reforma a la Ley Federal de Protección al Consu-
midor, la cual es producto de un largo proceso de discusión
entre el sector empresarial, la sociedad civil y los Poderes
Ejecutivo y Legislativo.

Cabe destacar que las reformas que se proponen en esta ley
incorporan las directrices de la Organización de las Nacio-
nes Unidas para la Protección del Consumidor, lo que per-
mitirá que contemos con mejores prácticas globales en la
defensa del poder adquisitivo y la economía familiar, sien-
do México uno de los referentes en América Latina en la
defensa de los derechos de los consumidores.

Esta minuta busca fortalecer la equidad, certeza y seguri-
dad jurídica en las relaciones entre proveedores y consu-
midores. Se basa en cuatro ejes temáticos:

Uno. La protección de la vida, salud y seguridad de los
consumidores.

Dos. La información adecuada y clara sobre los diferentes
productos y servicios.

Tres. La protección contra la publicidad engañosa y abusiva.

Y cuatro. El derecho de acceso a productos que no sean pe-
ligrosos.

De conformidad con lo anterior, la calidad y seguridad de
los productos o servicios que se comercializan en el mer-

cado son los retos que tienen las empresas frente a nosotros
los consumidores.

La intención de esta reforma legal es impedir el empleo de
prácticas que perjudiquen a los consumidores, garantizan-
do a su vez que los fabricantes, los distribuidores y cuantos
participen en la provisión de bienes y servicios respeten
nuestros derechos.

Además, las reformas que hoy se someten a consideración
del pleno permitirán alentar las buenas prácticas comercia-
les entre proveedores y fomentarán una competencia leal y
afectiva, lo que incentivará que nosotros los consumidores
tengamos la posibilidad de elegir productos y servicios
dentro de un mayor surtido y a precios mucho más bajos.

En materia de fortalecimiento de los derechos, se reconoce
el derecho del consumidor de revocar su consentimiento en
un periodo de cinco días, aumenta el plazo de garantía de
60 a 90 días. En el caso de reposición del producto, este de-
berá ser nuevo.

En materia de comercio electrónico se regula la comercia-
lización de productos o servicios cuando se utilicen medios
electrónicos, ópticos o de cualquier tecnología, estable-
ciendo que se guiarán por las disposiciones de la norma
mexicana que expida la Secretaría de Economía.

Por otra parte, se prohíben prácticas comerciales abusivas,
ya que establece que los proveedores no podrán incremen-
tar injustificadamente precios por fenómenos naturales me-
teorológicos o contingencias sanitarias.

En resumen, este dictamen recoge las propuestas de actores
relevantes para la economía nacional y productores de bienes
y servicios de alta especialización, como lo son la emisión de
alertas y llamados a revisión, así como la reposición de pro-
ductos. Asimismo, se incorpora el concepto de venta fuera
del establecimiento mercantil y de ventas a domicilio.

Compañeros, en el del Grupo Parlamentario del Verde Eco-
logista de México estamos convencidos de que estas refor-
mas resultan fundamentales, pues fortalecen el marco jurí-
dico que regula las relaciones de consumo, dan mayor
certeza a los consumidores respecto de las condiciones re-
ales de los bienes o servicios para tomar decisiones inteli-
gentes en la compra de los productos y abren camino a una
legislación vanguardista que garantiza la defensa de los
consumidores.
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Por lo expuesto, los invito, al igual que lo haremos en mi
grupo parlamentario, a votar a favor del presente dictamen.
Muchas gracias.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Muchas gra-
cias, diputada Lorena Corona. A continuación tiene el uso
de la palabra por cinco minutos el diputado Alejandro Ar-
menta Mier, del Grupo Parlamentario de Morena.

El diputado Alejandro Armenta Mier: Con su permiso,
presidenta.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Adelante,
diputado.

El diputado Alejandro Armenta Mier: Amigas y amigos
de los medios de comunicación, señoras y señores dipu-
tados. En el siglo XX surgieron las primeras manifestacio-
nes de los consumidores en contra de la especulación y de
abuso de los proveedores.

En México los consumidores están protegidos por la Ley
Federal de Protección al Consumidor, que reconoce como
principios básicos de las relaciones del consumo a la pro-
tección de la seguridad, la vida y la salud del consumidor.
Desde luego el derecho a la educación y divulgación, el de-
recho a la efectiva prevención, reparación de daño, el ac-
ceso a los órganos administrativos, el derecho a la protec-
ción de los intereses económicos del consumidor.

El dictamen integrado por la Comisión de Economía, a par-
tir de la minuta con proyecto de decreto por el que se re-
forman y adicionan diversas disposiciones de esta ley, pre-
sentó varios avances que fueron analizados por los
diputados de Morena que participaron en estas comisiones.

Entre ellos destacan las disposiciones más claras, a fin de
que los proveedores mantengan mejor informados a los
consumidores. La protección implícita al consumidor de
cargos que no hayan contenido ni consentido. La obliga-
ción de los proveedores de justificar cualquier incremento
en los precios por fenómenos naturales, meteorológicos o
contingencias sanitarias, así como la configuración de in-
fracciones al hecho de que los proveedores impidan las vi-
sitas de verificación y el procedimiento administrativo que
ordena la Profeco. Todos estos aspectos desde luego que
han sido analizados.

Morena siempre está a favor de la población y de los con-
sumidores que con gran sacrificio lucha por salir adelante

con su familia y sus necesidades básicas. Nuestro partido
impulsa la economía nacional y a los empresarios locales
que respetan a la salud alimentaria y desde luego con ho-
nestidad cumplen con su función en el mercado interno y
en la economía. Defender al pueblo de México, darle voz a
los reclamos sociales, es nuestra obligación elemental de
los diputados que integramos esta Cámara.

En Morena, los diputados federales entendemos con clari-
dad las necesidades sociales y la protección que debemos
de dar a los consumidores en México ante los abusos y ex-
cesos que la población reclama.

El Grupo Parlamentario de Morena se manifiesta a favor en
lo general de este dictamen. Presidenta, le regreso dos mi-
nutos que en otras ocasiones me he excedido. Muchas gra-
cias.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Gracias a
usted, diputado. A continuación tiene el uso de la palabra,
la diputada Lluvia Flores Sonduk, del Grupo Parlamentario
de la Revolución Democrática, por cinco minutos.

La diputada Lluvia Flores Sonduk: Buenas tardes, com-
pañeros y compañeras. Con el permiso de la Presidencia.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Adelante,
diputada.

La diputada Lluvia Flores Sonduk: Gracias. El dictamen
que la Comisión de Economía nos presenta para su discu-
sión incluye algunas modificaciones al proyecto original
contenido en la minuta del Senado, que dan precisión a los
actos contenidos en las mismas y que fueron consultadas
por organismos y algunas otras dependencias.

En todo caso, el proyecto en su conjunto ofrece un marco
adecuado para robustecer la capacidad de la Procuraduría
Federal del Consumidor de actuar a favor de los derechos
del consumidor, producto de diversas iniciativas propues-
tas por todos los grupos parlamentarios que integran la Cá-
mara de Senadores.

Tiene el mérito de establecer una serie de precisiones que
aseguran de mejor manera los derechos de los consumido-
res y sustantivamente incluye la capacidad de parte de la
procuraduría para ejecutar sus resoluciones. Además, per-
mite que sus órganos de difusión amplíen sus servicios in-
cluyendo referencias de otras dependencias y alertas a los
consumidores sobre riesgos a la salud.
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Destaca el amplio espectro de actuación que se deriva de la
reforma a la ley, con lo que la procuraduría estará para
atender las formas de comercio en el marco de las nuevas
tecnologías de la información y de los servicios de acceso
a dichas tecnologías, así como la prohibición de ocultar o
incrementar los precios de forma especulativa en situacio-
nes de vulnerabilidad social después de acontecimientos
meteorológicos graves y otros desastres. Esta reforma de-
fiende los derechos del consumidor, de la población. No se
puede seguir golpeando a un pueblo que ha sido golpeado.

Si bien el proyecto en comento representa un avance sustan-
tivo queda claro, conforme las prácticas comerciales evolu-
cionen, será necesario no olvidar que como consumidores
nuestros derechos deben estar salvaguardados por la ley.

Es por ello que el Grupo Parlamentario del PRD votará a
favor del presente dictamen, a favor del derecho de los
consumidores y a favor del pueblo de México. Gracias.
Gracias, presidenta.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Muchas gra-
cias, diputada Lluvia Flores. A continuación tiene el uso de
la palabra por cinco minutos el diputado Miguel Ángel Sa-
lim Alle, del Grupo Parlamentario de Acción Nacional.

El diputado Miguel Ángel Salim Alle: Buenas tardes,
compañeras y compañeros. Con su venia, presidenta.
Compañeros diputados, desde el inicio de esta Legislatu-
ra para Acción Nacional ha sido un compromiso proteger
y promover los derechos de los consumidores a través de
la presentación de diversas propuestas que den certeza y
seguridad jurídica a la relación entre proveedores y con-
sumidores, por lo que votaremos a favor del dictamen a
la minuta con proyecto de decreto por el que se reforman
y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de
Protección al Consumidor, y votaremos a favor porque
consideramos que para fomentar el consumo inteligente
y procurar la seguridad jurídica y la equidad entre prove-
edores y consumidores, tenemos que dotar de mayores
atribuciones a la Profeco.

Por eso celebramos la aprobación de esta minuta que esta-
blece —entre otras cosas— que los proveedores deberán in-
formar de forma notoria y visible el monto total a pagar por
los bienes, productos o servicios que ofrezcan al consumidor.
La minuta también establece que los proveedores no podrán
incrementar injustificadamente sus precios por fenómenos
naturales, meteorológicos o contingencias sanitarias.

Asimismo, se reconocerá el derecho del consumidor de re-
vocar su consentimiento bajo un periodo de reflexión de
cinco días para productos o servicios como tiempos com-
partidos, internet o ventas a domicilio.

De la misma forma dotamos de mayores atribuciones a la
Profeco con las siguientes disposiciones:

Primero. La posibilidad de emitir alertas dirigidas a los con-
sumidores y a otras autoridades para dar a conocer productos,
bienes o servicios defectuosos, dañinos o que pongan en ries-
go la vida, la salud, la seguridad, la economía del consumi-
dor, y así como ordenar su reparación o sustitución.

Segundo. La prohibición de incluir en la información o pu-
blicidad de los productos o servicios toda leyenda que in-
dique que han sido avalados o recomendados por socieda-
des o asociaciones profesionales cuando estas carezcan de
la documentación apropiada y la evidencia científica que lo
soporte. Por ejemplo, en este caso podemos decir: no más
productos milagros que dañan la salud de los usuarios.

En esta legislatura hemos realizado esfuerzos valiosos apro-
bando reformas que permitan a los consumidores estar mejor
orientados y mejor protegidos. Aprovecho esta ocasión para
informar a esta asamblea y a los ciudadanos que nos siguen a
través del Canal del Congreso que otro de estos esfuerzos a
favor de los consumidores fue la aprobación del dictamen de
los derechos de los usuarios de las líneas aéreas.

Aquí quiero hacer una felicitación a todos los diputados
por la aprobación de esta ley que entró en vigor el pasado
8 de noviembre. Con esta reforma ahora los pasajeros tie-
nen la oportunidad de conocer en tiempo real, a través de
medios electrónicos las causas por las que sus vuelos se en-
cuentran demorados, y en su caso, exigir las compensacio-
nes establecidas por las líneas aéreas, todo esto en favor de
los usuarios y los consumidores.

Amigas y amigos, estas reformas que ahora son una reali-
dad, así como el dictamen que estamos discutiendo, son un
claro ejemplo que las autoridades y el sector privado sí
pueden ponerse de acuerdo a favor de los consumidores, a
favor de las empresas y a favor de México. Es cuanto, pre-
sidenta. Muchas gracias.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Muchas gra-
cias, diputado Miguel Ángel Salim. A continuación, tiene
el uso de la palabra, por cinco minutos, el diputado Fer-
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nando Uriarte Zazueta, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional.

El diputado Fernando Uriarte Zazueta: Con su venia,
señora presidente.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Adelante,
diputado.

El diputado Fernando Uriarte Zazueta: Compañeros y
compañeras diputadas, el Grupo Parlamentario del PRI va
a apoyar este importante dictamen porque va en consonan-
cia con nuestros propósitos de procurar la mayor protec-
ción en todos los órdenes, para todos los mexicanos, por-
que el documento plantea como objetivo central la
protección, el fortalecimiento de los derechos de los con-
sumidores, que somos todos, el derecho a tener productos
seguros, el derecho a elegir, el derecho a ser informado, el
derecho a ser escuchado. Este es un muy importante dicta-
men porque va a proteger a los mexicanos.

El dictamen que hoy votamos fue el resultado de una in-
clusión en su análisis de siete iniciativas presentadas por
diferentes legisladores y que tuvo la discusión más amplia,
tuvo el consenso final porque hubo un trabajo previo con
las organizaciones, con las Cámaras, con todos los involu-
crados en este tema.

Y, aunque se aprobó por unanimidad en el seno de la Co-
misión de Economía, a cuyos integrantes por supuesto fe-
licito, muy en especial a su presidente por la templanza y
la pluralidad con la que llevó y con la que se llevó el deba-
te, no estuvo exento de discusión. Se hizo un debate rico,
sano y productivo.

Sobre las medidas que contienen estas reformas ya se ha
comentado inextenso por parte de los diferentes grupos
parlamentarios. Señalaré solamente algunas cuantas que
me parecen relevantes:

El prohibir las prácticas comerciales abusivas, como incre-
mentar los precios de manera injustificada cuando hay de-
sastres naturales o contingencias sanitarias. Este es un te-
ma que está muy vigente, que está muy en boga, y que creo
que viene esta ley, estas reformas, con toda oportunidad.

El pasar de 60 a 90 días las garantías que se ofrecen por un
producto, lo cual es un tiempo necesario para poder obser-
var el funcionamiento y la calidad del mismo.

Esta ley va a regular el comercio electrónico, que ha creci-
do de manera meteórica en estos últimos años. Y le va a dar
certeza a aquellas personas que quieran realizar sus opera-
ciones en línea, lo cual nos va a situar dentro de las mejo-
res prácticas internacionales, dentro de las mejores prácti-
cas globales.

Este dictamen va dirigido a fortalecer, a robustecer a las
instituciones en beneficio de los mexicanos. Y es el resul-
tado de hacer política, de hacer alta política, la que se dis-
cute para llegar y para establecer acuerdos, donde hay de-
bates parlamentarios ríspidos, sí, pero siempre para llegar
a confeccionar buenas piezas legislativas, que sirvan para
mejorar la calidad de vida de las personas.

Esta es una ley que cumple con el propósito fundamental,
que va a desembocar en políticas públicas que incidan po-
sitivamente en las personas, porque esta es la esencia de la
política.

Lo que va a hacer esta ley es proteger y cuidar a los mexi-
canos. Esta ley va a impactar favorablemente porque va a
cuidar los bolsillos de los mexicanos. Esta ley va a impac-
tar favorablemente porque va a permitir un mejor aprove-
chamiento del tiempo de los mexicanos y sobre todo, algo
más importante, porque va a impactar en la confianza de
los mexicanos. Es cuanto, señor presidente. 

Presidencia del diputado 
Jorge Carlos Ramírez Marín

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Muchas gracias, diputado Uriarte. Muchas gracias. Agota-
da la lista de oradores, consulte la Secretaría si el asunto se
encuentra suficientemente discutido.

La secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedo-
lla: Por instrucciones de la Presidencia, en votación eco-
nómica se consulta a la asamblea si el dictamen se encuen-
tra suficientemente discutido en lo general. Las diputadas y
los diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifes-
tarlo. Las diputadas y los diputados que estén por la nega-
tiva sírvanse manifestarlo. Señor presidente, mayoría por
la afirmativa.

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Por lo tanto, en virtud que de conformidad con el artículo
109, no hay artículos reservados en lo particular, ábrase el
sistema electrónico de votación por cinco minutos para vo-
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tar el proyecto de decreto en lo general y en lo particular,
en un solo acto.

La secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedolla:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144, numeral 2,
del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el siste-
ma electrónico por cinco minutos para proceder a la votación
en lo general y en lo particular, en un solo acto.

(Votación)

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Señoras y señores diputados, me permito informar a la
asamblea que nos acompañan y son testigos de esta vota-
ción, estudiantes de la Universidad Anáhuac, invitados del
diputado Felipe Cervera Hernández, que espero se lleven la
mejor de las impresiones de esta Cámara de Diputados.
Bienvenidos. Uno de ellos es sobrino de Sara Latife. Ade-
lante, secretaria.

La secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedo-
lla: ¿Algún compañero o compañera diputada o diputado
que falte de emitir su voto?

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Está llegando a votar el diputado Amaro, la diputada Soto.

La secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedo-
lla: Ciérrese el sistema electrónico de votación. Se emitie-
ron a favor 384 votos, 0 abstención, 0 en contra, de un to-
tal de presentes 384. Es cuanto.

Presidencia de la diputada 
Martha Hilda González Calderón

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Aprobado en lo general y en lo particular el pro-
yecto de decreto por 384 votos, por el que se reforman y
adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de
Protección al Consumidor. Pasa al Ejecutivo federal,
para sus efectos constitucionales.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 14 de noviembre de 2017215



LEY GENERAL DE CAMBIO CLIMÁTICO

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: El siguiente punto del orden del día es la discusión del
dictamen de la Comisión de Cambio Climático, con pro-
yecto de decreto por el que se reforman los artículos 9o. y
91 de la Ley General de Cambio Climático.

La secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedo-
lla: Dictamen de la Comisión de Cambio Climático, con
proyecto de decreto por el que se reforman los artículos 9o.
y 91 de la Ley General de Cambio Climático.
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La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Tiene la palabra, por cinco minutos, el diputado, de
Chihuahua, Alex Le Baron González, para fundamentar el
dictamen, gracias, Alex.

El diputado Alex Le Baron González: Con su permiso,
diputada presidenta. A nombre de la Comisión de Cambio
Climático, con el permiso de los compañeros y compañe-
ras diputados. México ha sido uno de los países más acti-
vos para impulsar acuerdos que buscan combatir y reducir
xfue el segundo que promulgó una ley general en materia
de cambio climático y en lo que establece compromisos y
acciones que deben adoptar todos los niveles de gobierno.

Fuimos el primer país en desarrollo en presentar nuestra
contribución nacionalmente terminada, en la cual plantea-
mos metas, la mitigación y adaptación al cambio climático,
pero también la vulnerabilidad de nuestro país al cambio
climático es sumamente alta.

El 15 por ciento del territorio, el 68 por ciento de la pobla-
ción y el 71 por ciento de la economía, es vulnerable a los
efectos de este fenómeno que cada año nos azota con hura-
canes, sequías e inundaciones más intensas.

Por ello, el cambio climático es una asignatura que compe-
te a todos los niveles de gobierno y de ahí la Ley General
de Cambio Climático asigna atribuciones a la federación, a
los estados y a los municipios, y ordena la creación de un
fondo con recursos federales.

De igual forma, el Acuerdo de París, acuerdo ratificado
prácticamente por todos los países del mundo, considera la
importancia de que todos los niveles de gobierno y diver-
sos actores asuman compromisos para mitigar los efectos y
adaptarlos de una forma contundente a los efectos del cam-
bio climático.

Sin embargo, en el caso de nuestro país, al hacer una revi-
sión de las identidades con legislación en materia del cam-
bio climático, es evidente que no ha sido una prioridad pa-
ra incorporar en diversas entidades federativas y más aún,
la preocupante irregularidad en cuanto a la formulación de
programas que plasmen objetivos y metas en relación a las
acciones de mitigación al cambio climático.

La reforma que se propone y se pone a consideración de la
asamblea el día de hoy busca promover en los gobiernos
locales la generación de políticas en materia de cambio cli-

mático, enfocadas en las necesidades de cada lugar, políti-
cas que van, desde instrumentar acciones de mitigación y
adaptación al cambio climático, preservación y aprovecha-
miento sustentable de los recursos hídricos de nuestro pa-
ís, monitoreo de la calidad del aire en las zonas urbanas y
metropolitanas, mejorar la seguridad alimentaria, desarro-
llo rural, infraestructura, educación, ordenamiento territo-
rial, residuos, protección civil e inclusive, prevención y
atención de enfermedades derivadas de los efectos del
cambio climático.

Porque una cosa nos queda clara a la Comisión de Infraes-
tructura y a todos nosotros, en el momento en que las au-
toridades estatales y municipales consideren, entre sus
prioridades, una política de cambio climático, estas autori-
dades diseñarán instrumentos y proveerán los recursos ne-
cesarios para implementarlos.

Por ello, el dictamen que presentamos el día de hoy busca
modificar la Ley General de Cambio Climático para que
los municipios tengan las siguientes atribuciones: gestio-
nar, asignar y administrar recursos que el día de hoy que-
dan en manos de la federación. Y ejecutar acciones de
adaptación y mitigación al cambio climático.

Por otra parte, se establece que además de la federación y
las entidades federativas, los municipios, circunscribiéndo-
se, por supuesto, estrictamente al ámbito de las respectivas
competencias de lo que establece la ley y la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, participen en el
diseño, desarrollo y aplicación de instrumentos económi-
cos que incentiven el cumplimiento de los objetivos de la
política nacional en materia de cambio climático.

Esperamos contar con su apoyo de parte de la Comisión de
Cambio Climático. Por su atención, muchas gracias.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Muchas gracias, diputado Alex Le Baron González.

De conformidad con el artículo 104, numeral 1, fracción
IV, del Reglamento de la Cámara de Diputados se ha re-
gistrado para fijar la posición de su grupo parlamentario el
diputado proponente de la iniciativa que da origen al dicta-
men que hoy está a discusión. Le cedo el uso de la palabra,
hasta por cinco minutos, al diputado Tomás Roberto Mon-
toya Díaz, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional.
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El diputado Tomás Roberto Montoya Díaz: Con su permi-
so, diputada presidente. La Tierra no es del hombre, el hom-
bre es de la Tierra. Si bien la naturaleza hace grandes obras
sin esperar recompensa alguna el mayor premio, no el que
podemos darle sino el que podemos darnos, es cuidarla.

El cambio climático es la mayor amenaza que enfrentamos
para nuestro futuro, por lo tanto, es uno de los mayores de-
safíos y retos que como humanidad hoy enfrentamos. Las
tareas a realizar con la finalidad de inhibir los efectos no-
civos del aumento de la temperatura a nivel global son in-
mensas para todos los integrantes de las sociedades con-
temporáneas.

A nivel internacional se han venido realizando una gran
cantidad de acciones con la finalidad de encontrar rutas de
solución a dicho fenómeno, por ejemplo el Acuerdo de Pa-
rís, que establece la importancia de que todos los niveles de
gobierno y diversos actores asumamos el compromiso es-
pecífico para la asignación de recursos y conformación de
fondos respecto a la mitigación de los efectos del cambio
climático, cuyo principal objetivo es contener el nivel de
incremento de la temperatura en dos grados Celsius.

La agenda es transversal, es necesario invertir en energías
limpias, en reforestación, en potabilización del agua, en
transporte y en prevención de desastres naturales. La ONU
estima que para lograr un desarrollo sostenible se necesitan
invertir entre 5 y 7 billones de dólares anuales, y buena parte
de ese dinero debe servir para financiar la transición a una
economía mundial baja en carbono y también resiliente.

El cambio climático es una asignatura que compete a todos
los niveles de gobierno, siendo la ley general en la materia
la que asigna las atribuciones a la federación, estados y
municipios y ordena la creación de un fondo únicamente
con recursos federales. 

El ejercicio de recursos para el combate al cambio climáti-
co debe contar con otras alternativas que puedan enfocarse
en las problemáticas de cada región. Demos soluciones re-
gionales a los retos nacionales. 

El presente decreto reforma la Ley General de Cambio Cli-
mático y propone que las entidades federativas tengan
también atribuciones para destinar parte de sus recursos pa-
ra ejercerlos en políticas de mitigación y adaptación al
cambio climático.

Con esta propuesta las entidades federativas deberán pro-
gramar flujos directos y propios de recursos para hacer
frente a sus necesidades específicas, lo cual favorece su au-
tonomía presupuestal y fortalece también su capacidad de
prevención y atención a problemáticas locales relacionadas
con el cambio climático.

Compañeros, somos la primera generación de mexicanos
que resiente la fuerza y la magnitud de este fenómeno, y
quizá también seamos la última generación que tenga la
oportunidad de hacer algo. Por ello reitero, no hay esfuer-
zo menor al reto mayor que como sociedad actualmente en-
frentamos, cerrarle el paso al cambio climático.

En nuestras manos, en nuestras acciones, en nuestras res-
puestas frente a este reto, está la posibilidad de que nues-
tros hijos sigan disfrutando del gran tesoro de la naturale-
za, de México y de nuestro planeta. En nuestras manos está
impulsar en nuestros hijos una nueva generación y una
nueva consciencia que los convierta en ciudadanos respon-
sables no solo de México, sino en ciudadanos responsables
del mundo.

Amigas y amigos, votaremos a favor del presente dictamen
para combatir el cambio climático y sus efectos negativos
en el nivel de bienestar de la población. Dichas acciones
requieren del respaldo de recursos económicos accesibles,
oportunos y constantes.

No le demos la espalda a este hecho, la respuesta está en
todos y juntos podemos lograr un mundo mejor para nues-
tros hijos. Es cuanto, diputada presidenta.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Muchas gracias, diputado Tomás Montoya Díaz. Con-
sulte la Secretaría a la asamblea, en votación económica, si
el dictamen se encuentra suficientemente discutido en lo
general y en lo particular.

El secretario diputado Andrés Fernández del Valle Lai-
sequilla: Por instrucciones de la Presidencia, en votación
económica, se consulta a la asamblea si se encuentra sufi-
cientemente discutido el dictamen en lo general y en lo par-
ticular. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los
diputados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.
Diputada presidenta, mayoría por la afirmativa.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias, diputado. Suficientemente discutido.
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Se pide a la Secretaría que abra el sistema electrónico por
cinco minutos, para proceder a la votación en lo general y
en lo particular.

El secretario diputado Andrés Fernández del Valle Lai-
sequilla: Háganse los avisos a que se refiere el artículo
144, numeral 2, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados. Ábrase el sistema electrónico por cinco minutos para
proceder a la votación en lo general y en lo particular.

(Votación)

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Mientras se recaba la votación, quiero saludar con
mucho cariño a amigos del municipio de Pachuca del esta-
do de Hidalgo, invitados por nuestra querida compañera
Liliana Oropeza. Sean ustedes muy bienvenidos.

El secretario diputado Andrés Fernández del Valle Lai-
sequilla: Se consulta a la asamblea si queda alguna dipu-
tada o diputado por emitir su voto. Continúa abierto el sis-
tema. ¿Alguna diputada o diputado que falte por emitir su
voto? Ciérrese el sistema de votación electrónico. Se emi-
tieron 385 votos a favor, 0 abstenciones y 0 en contra.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias, diputado secretario. Aprobado en lo ge-
neral y en lo particular por 385 votos el proyecto de de-
creto por el que se reforman los artículos 9o., y 91 de la
Ley General de Cambio Climático. Pasa al Senado de la
República para sus efectos constitucionales.

Permítanme abrir un paréntesis porque para esta honorable
asamblea el año 2017 representó la oportunidad de que el
Canal del Congreso impulsara diversas series y contenidos
para conmemorar el Centenario de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos.

De esas producciones destaca la serie Nuestra Carta Mag-
na Memorias de un Siglo, la cual fue seleccionada por la
Fundación José Pagés Llergo para recibir el galardón del
mismo nombre en la categoría Documentales.

Esta serie de cuatro documentales históricos de 30 minutos
de duración cada uno, nos remite a los inicios del constitu-
cionalismo mexicano al proceso de conformación del
Constituyente, y a la elaboración de la Constitución del 17,
así como sus cambios y reformas hasta la actualidad.

El premio será entregado el día de mañana, por lo que esta
Mesa Directiva expresa su más sincera felicitación a la di-
rectora del Canal del Congreso, maestra Blanca Lilia Iba-
rra Cadena, y a todas las trabajadoras y trabajadores técni-
cos del Canal del Congreso por este merecidísimo
reconocimiento. Muchas, muchas felicidades.
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LEY GENERAL DE POBLACIÓN

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: El siguiente punto del orden del día es la discusión del
dictamen de la Comisión de Población con proyecto de de-
creto por el que se reforma el artículo 83 de la Ley Gene-
ral de Población.

El secretario diputado Andrés Fernández del Valle Lai-
sequilla: Dictamen de la Comisión de Población con pro-
yecto de decreto por el que se reforma el artículo 83 de la
Ley General de Población.
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La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Se le concede el uso de la palabra, de conformidad
con el artículo 104, numeral primero, fracción IV, del Re-
glamento de esta Cámara, se le concede el uso de la pala-
bra al diputado Adolfo Mota Hernández, para fundamentar
dicho dictamen, su tiempo es de cinco minutos diputado,
muchas gracias.

El diputado Adolfo Mota Hernández: Gracias, presiden-
ta. Hace apenas unas sesiones en este mismo Congreso, en
esta Legislatura, se abordaba el tema de repatriados en el
aspecto educativo, un tema neurálgico y vital que con los
tiempos que vive nuestra nación, con el vecino país del
norte, tomó una enorme importancia, sobre todo para aque-
llos que con justa preocupación al reingresar a nuestro pa-
ís, no tenían la certeza de revalidación de planes de estu-
dios y de estudios en sí mismo, una mejora al sistema
educativo a hacerlo más sensible, enfocada definitivamen-
te a la niñez.

Por eso, esta iniciativa que ingresó a la Comisión de Pobla-
ción, encontró inmediatamente unanimidad en sus miembros

y fue dictaminado a favor. Esta reforma al artículo 83 de la
Ley General de Población ha sensibilizado prácticamente a
todos los miembros de la Comisión de Población por ser el
tema de repatriados, un tema que no es, sino que va siendo en
su conjunto, que va formulando ideas conforme se van dan-
do los tiempos y que exigen de los legisladores que la aten-
ción al mismo sea de forma integral.

El gobierno federal ha venido modernizando poco a poco
los sistemas y mecanismos, creando lo mismo una procu-
raduría que mejorando la atención de los derechos huma-
nos y generando programas como el de Somos Mexicanos.

Desde la Cámara, nosotros, los legisladores, hemos forta-
lecido en diversos numerales el tema de migración y facul-
tado a jefes de oficinas consulares para expedir actas del
Registro Civil en favor de mexicanos con domicilio fuera
del territorio nacional.

La Procuraduría Federal de Defensa de los Migrantes san-
ciona a quienes, en su cargo de servidores públicos, nie-
guen a los migrantes la prestación de servicios o el ejerci-
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cio de sus derechos y garantizar una inclusión, como lo de-
cía antes, en el sistema educativo.

Ahora, con esta mejora a la Ley General de Población, es-
ta reforma al artículo 83 provee a la Secretaría de Gober-
nación, junto con la Secretaría de Relaciones Exteriores, de
ver este tema que, como decía, va siendo, va generando
condiciones y exigencias a nuestro país para verlo de ma-
nera integral.

¿Qué quiero decir con esto? Que la Secretaría de Goberna-
ción pueda coordinar, con los gobiernos de las entidades
federativas, municipios y demarcaciones territoriales, pro-
gramas que brinden a los repatriados, orientación en mate-
ria de salud, educación y vivienda. Faciliten la acreditación
de su nacionalidad, su regularización migratoria y la reva-
lidación de estudios. Impulsen su inserción en el mercado
laboral o en actividades productivas. Promuevan su rein-
serción social a fin de que su regreso sea digno, producti-
vo y benéfico para México y para el propio repatriado.

En suma, se trata de garantizar los derechos de los mexica-
nos repatriados a través de una atención integral. Por eso es
que creo que ha generado consenso y no mayor debate. Y
le pone el énfasis a lo que la Comisión de Población ha ve-
nido diciendo una y otra vez en la expresión de sus inte-
grantes, que nos interesa este tema sobre manera, que la
Ley General de Población que ha venido sufriendo consi-
deraciones o reformas someras a lo largo de los años, hoy
se actualice, esté atenta al tema de repatriados.

Y quienes nos sintonicen en el Canal del Congreso, y ten-
gan esta preocupación, puedan mirar en este dictamen la
sensibilidad del Congreso mexicano para que quienes re-
gresan a nuestro país encuentren no solamente las puertas
abiertas como una manera de actitud, sino también los ar-
tículos y las condiciones legales necesarias, para que en-
cuentren en nuestro país un regreso integral en lo educati-
vo, en lo social, en la salud, en sí mismo, en la sensibilidad
del legislador de generar las condiciones para que encuen-
tren empleo, mejor a sus familias y encuentren en su país
el regreso que merecen. Es cuanto, presidenta.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Muchas gracias, diputado Adolfo Mota Hernández.

De conformidad con el artículo 104, numeral 1, fracción
IV, del Reglamento de esta Cámara, se ha registrado para
fijar la posición de su grupo parlamentario el diputado Uli-
ses Ramírez Núñez, del Grupo Parlamentario del Partido

Acción Nacional, quien también es el proponente de la ini-
ciativa que da origen a este dictamen. Adelante, diputado.
Su tiempo es de cinco minutos.

El diputado Ulises Ramírez Núñez: Muchas gracias. Con
su permiso, señora presidenta. Primero quiero agradecer a
la Comisión de Población, al presidente y a todos sus inte-
grantes, por haber votado por unanimidad esta modifica-
ción al artículo 83 de la Ley General de Población, y lo ha-
go pensando en los millones de mexicanos que viven con
preocupación en Estados Unidos, producto de las más
agresivas políticas migratorias en aquel país.

Quién no tiene cerca a un conocido, a un vecino, a un fami-
liar, que le preocupa algo que es muy importante, que sus fa-
miliares puedan ser repatriados y que cuando lleguen a Mé-
xico no encuentren las condiciones suficientes para poder
sacar adelante su familia. Justamente por esto, pensando jus-
to en esto es que presentamos, a nombre del Partido Acción
Nacional, algo que es prioridad para nosotros: la seguridad,
la integridad y el respeto a la dignidad de todos los migran-
tes, paisanos nuestros, que se encuentran en Estados Unidos.

Por ello, más allá de los programas que ya señaló el presi-
dente de la Comisión de Población, que ya existen en el
gobierno federal, estamos tratando de plantear ahora una
política transversal que no sea solamente temporal o de al-
gún gobierno, sino que esta política transversal obligue a
los tres órdenes de gobierno a coordinarse de manera es-
tratégica y prioritaria, para dotar a esos migrantes de algo
que necesitan. Necesitan información inmediata y apoyo
en tema de salud, en temas de vivienda y, por supuesto, en
temas de educación.

Algo que es prioridad para nosotros es que aquellos jóve-
nes, aquellos estudiantes que no pudieron concluir sus es-
tudios en Estados Unidos y sean repatriados, puedan ser
validados sus estudios en nuestro país.

También estamos planteando que, a través de esta coordi-
nación, se puedan establecer programas específicos para
dotar de empleo a las familias que sean repatriadas y, por
supuesto, dotar a nuestros compatriotas de las mejores con-
diciones de vida, una vez que se vean afectados por las po-
líticas migratorias en Estados Unidos.

Por eso quiero invitarlos a todos ustedes, al tiempo que
agradezco a todos los partidos que integran la Comisión de
Población, por haber aprobado esta iniciativa al artículo 83
de la Ley General de Población.
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A nombre de la Cámara, y particularmente del Grupo Par-
lamentario de Acción Nacional, queremos decirles y alzar
la voz a todos nuestros compatriotas que están sufriendo o
padeciendo por esta política migratoria en Estados Unidos:
Estamos con ustedes, estamos de la mano con ustedes, es-
tamos preocupados por ustedes y estamos actuando en con-
secuencia a favor de ustedes. Muchísimas gracias por su
atención.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Muchas gracias, diputado Ulises Ramírez Núñez.
Consulte la Secretaría a la asamblea, en votación económi-
ca, si el dictamen se encuentra suficientemente discutido
en lo general y en lo particular.

La secretaria diputada Verónica Delgadillo García: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si el dictamen se encuentra sufi-
cientemente discutido en lo general y en lo particular. Las
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que es-
tén por la negativa sírvanse manifestarlo. Señora presiden-
ta, mayoría por la afirmativa.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Suficientemente discutido.

Se pide a la Secretaría abra el sistema electrónico por cin-
co minutos, para proceder a la votación en lo general y en
lo particular.

La secretaria diputada Verónica Delgadillo García: Há-
ganse los avisos a los que se refiere el artículo 144, nume-
ral 2, del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase
el sistema electrónico por cinco minutos, para proceder a la
votación en lo general y en lo particular.

(Votación)

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Mientras se recaba la votación, esta Presidencia le de-
sea muy feliz cumpleaños a nuestra diputada secretaria Ve-
rónica Delgadillo. Muchas felicidades, diputada.

De igual manera queremos saludar a los presidentes munici-
pales del estado de Chihuahua presentes en esta sesión, quie-
nes fueron invitados por el diputado Germán Ralis Cumpli-
do. Muy bienvenidos sean todos ustedes a este pleno.

La secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
¿Alguna diputada o diputado que falte de emitir su voto? El
tablero sigue abierto. Ciérrese el sistema de votación elec-
trónico. Señora presidenta, se emitieron 385 votos a favor,
0 votos en abstención, 0 votos en contra, de un total de 385
diputados presentes.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias, diputada. Aprobado en lo general y en lo
particular por 385 votos, el proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 83 de la Ley General de Po-
blación. Pasa al Senado de la República para sus efec-
tos constitucionales.
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LEY FEDERAL DE SANIDAD VEGETAL

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: El siguiente punto del orden del día es la discusión del
dictamen de la Comisión de Agricultura y Sistemas de Riego,
con proyecto de decreto por el que se adiciona un artículo
47-K a la Ley Federal de Sanidad Vegetal.

La secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
Dictamen de la Comisión de Agricultura y Sistemas de
Riego, con proyecto de decreto por el que se adiciona un
artículo 47-K a la Ley Federal de Sanidad Vegetal.
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La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: En consecuencia, tiene la palabra, por cinco minutos,
el diputado Germán Escobar Manjarrez, quien por la Co-
misión pasa a fundamentar dicho dictamen.

El diputado Germán Escobar Manjarrez: Con su venia,
presidenta. Compañeras y compañeros diputados, hoy vengo
a fundamentar el dictamen de la Comisión de Agricultura y
Sistemas de Riego que me honro en presidir, y donde por
unanimidad de todas las fuerzas políticas se adiciona el artí-
culo 47 K de la Ley Federal de Sanidad Vegetal.

El pasado 18 de noviembre del 2015, el senador Gerardo
Flores Ramírez presentó iniciativa con proyecto de decreto
que adiciona el artículo 47 K de la Ley Federal de Sanidad
Vegetal.

El 26 de abril de 2016 el Senado de la República aprobó
por mayoría el dictamen con proyecto de decreto que adi-
ciona el artículo 47 K a la Ley Federal de Sanidad Vegetal
en cuestión, y remitido a esta Cámara de Diputados para
los efectos del artículo 72, inciso e) de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos.

El 29 de abril de 2016 la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados turnó la mencionada minuta a la Comisión de
Agricultura y Sistemas de Riego, que contiene el proyecto
de decreto que adiciona el artículo 47 K a la Ley Federal
de Sanidad Vegetal para su dictamen correspondiente.

El dictamen que se somete a la consideración de ustedes
el día de hoy tiene por objeto implementar un sistema de
minimización de riesgo de contaminación, a través de la
recolección de envases vacíos de plaguicidas, —los cua-
les en ocasiones son reutilizados— con la finalidad de
fortalecer las buenas prácticas agrícolas, prevenir los
riesgos de daño en la salud de los consumidores de ve-
getales y de quienes se involucran en el manejo de pla-
guicidas, así como reducir perjuicios en los recursos na-
turales y el desarrollo ambiental.

Con la finalidad de salvaguardar la fuerza rural que se de-
dica a la actividad agrícola para la obtención de alimentos,
se hace necesario realizar buenas prácticas agrícolas, hacer
buen uso de agroquímicos, realizar un adecuado manejo de
envases vacíos de plaguicidas para evitar todo tipo de rie-
go sanitario y daño ambiental.

Frente al escenario antes descrito, la Secretaría de Agricul-
tura, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, a través del

Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Ali-
mentaria, Senasica, lleva a cabo el Programa Nacional de
Recolección de Envases Vacíos de Agroquímicos y Afines,
el cual tiene por objeto establecer el manejo adecuado e in-
tegral de los envases de agroquímicos que se utilizan en la
producción primaria en el territorio nacional.

De acuerdo con la Organización de las Naciones Unidas pa-
ra la Alimentación y la Agricultura, la FAO, y la Organiza-
ción Mundial de la Salud, los envases de plaguicidas que se
han manejado incorrectamente son peligrosos para los seres
humanos y para el medio ambiente, puesto que existe el peli-
gro de que los envases vacíos puedan ser utilizados para al-
macenar agua y alimentos, lo que podría provocar envenena-
miento por plaguicida. De igual manera, los envases
abandonados en la naturaleza pueden generar contaminación
en los suelos y en afluentes subterráneas del agua.

Ante la complejidad de ese escenario, la Asociación Mexica-
na de la Industria Fitosanitaria suscribió un convenio para la
elaboración conjunta del Programa Nacional de Recolección
de Envases Vacíos de Plaguicidas con la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, interviniendo también la Sa-
garpa, la Secretaría de Economía, la Secretaría de Salud, el
Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático y la Pro-
curaduría Federal de Protección al Ambiente.

Es de destacar que para el año 2014 Senasica, a través del
Programa Nacional de Recolección de Envases Vacíos de
Agroquímicos y Afines, conocido como Conservemos un
Campo Limpio, contribuyó a la recolección de 3 mil 11 to-
neladas de envases vacíos y que para el año 2015, logran-
do para 2016 arriba de 2 mil 500 toneladas de envases de
plaguicidas de uso agrícola, los cuales son considerados
como residuos que dejan de contaminar el ambiente.

Por su parte, la Ley General para la Prevención y Gestión
Integral de los Residuos tiene por objeto propiciar el desa-
rrollo sustentable a través de la prevención de la genera-
ción, la valoración y la gestión integral de los residuos pe-
ligrosos, de los residuos sólidos, urbanos y de manejo
especial, para lo cual distribuye competencias a los tres ni-
veles de gobierno y establece mecanismos de coordina-
ción, instrumentos administrativos y medidas de control,
seguridad, infracciones y sanciones.

Por lo que esta reforma fortalece el Título bis respecto a los
sistemas de reducción de riesgo de contaminación a la pro-
ducción primaria de los vegetales de la Ley Federal de Sa-
nidad Vegetal.
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Por lo anteriormente expuesto y en aras de consolidar la ins-
trumentación de buenas prácticas agrícolas en los campos
que benefician nuestro suelo, mantos acuíferos y repercuta
favorablemente a nuestro medio ambiente y al cambio climá-
tico, los integrantes de la Comisión de Agricultura y Sistemas
de Riego que me honro en presidir, solicitamos del aval del
pleno de esta Cámara para seguir dotando de mejores instru-
mentos legales al sector agropecuario, que permitan moder-
nizar las actividades de todos los eslabones de la cadena pro-
ductiva con la finalidad de producir alimentos más inocuos
para los mexicanos. Por su apoyo, muchas gracias. Es cuan-
to, señora presidenta.

La presidenta diputada Martha Hilda González Cal-
derón: Muchísimas gracias, diputado Germán Escobar
Manjarrez.

De conformidad con el artículo 104, numeral 1, fracción IV
del Reglamento de la Cámara de Diputados, se ha registra-
do para fijar la posición de su grupo parlamentario, el dipu-
tado José Refugio Sandoval Rodríguez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México, quien
además es el proponente de la iniciativa que da origen a es-
te dictamen. Cinco minutos, diputado.

El diputado José Refugio Sandoval Rodríguez: Gracias.
Muy buenas tardes, compañeras y compañeros. Buenas tar-
des a quienes nos siguen desde el Canal del Congreso.

En el Verde hemos buscado el desarrollo y la aplicación de
sustancias para combatir una gran variedad de plagas in-
sectívoras y herbáceas, que de no utilizarse de esa manera
disminuirían el volumen y la calidad de los productos ali-
mentarios. Claro, siempre y cuando que estos herbicidas no
sean dañinos para la salud del ser humano.

En los lugares donde se practica el monocultivo intensivo, los
plaguicidas constituyen el método habitual de lucha contra la
plaga. No obstante, los adelantos aportados por la química
han ido acompañados también de una serie de perjuicios, al-
gunos de ellos tan graves que ahora representan una amena-
za real para la supervivencia a largo plazo de importantes
ecosistemas, que incluso estos plaguicidas podrían propiciar
impactos negativos a la salud humana, además de resaltar los
efectos adversos en el ambiente que se da sobre diversas for-
mas de vida, las cuales dependen del grado de sensibilidad de
los organismos y el tipo de plaguicida utilizado.

En este sentido, cabe señalar que la problemática de la reu-
tilización de los contenedores de plaguicidas, los cuales en

ocasiones son tirados en canales de riego, en ríos, en arro-
yos, en barrancas, al campo abierto o en otras ocasiones
simplemente son quemados o enterrados, es que se generan
focos de contaminación al medio ambiente, situación que
representa un riesgo para la salud de las personas, de la flo-
ra y de la fauna.

De acuerdo con la Organización para la Alimentación y la
Agricultura de las Naciones Unidas, y para la Organización
Mundial de la Salud, los envases de plaguicidas que sean
manejados incorrectamente se califican como peligrosos
para los seres humanos y para todo el medio ambiente.

Según el Programa Nacional de Recolección de Envases
Vacíos de Agroquímicos, en nuestro país se generan
aproximadamente 50 millones de envases de plaguicidas
por año, lo que equivale a más de 6 mil toneladas de en-
vases anuales.

Ante tal escenario la Sagarpa, a través del Senasica, que es
el sistema nacional de sanidad, inocuidad y calidad agroa-
limentaria, implementó el programa Conservemos un
Campo Limpio, el cual tiene como objetivo establecer el
manejo adecuado e integral de los envases de agroquímicos
que ya fueron utilizados.

En este sentido, como ya se dijo aquí en tribuna, para el
año 2014 y 2015 el programa al que hice referencia contri-
buyó a la recolección de aproximadamente 3 mil toneladas
de envases vacíos de plaguicida, con lo cual se dejó de re-
presentar un riesgo de contaminación para el ambiente con
estos residuos, sin embargo, si hacemos cuentas, solo se es-
tá recolectando el 50 por ciento aproximadamente de lo
que se utiliza de envases con plaguicidas al año. Mi pre-
gunta es ¿dónde está quedando el otro 50 por ciento de esas
3 mil toneladas de envases de plaguicidas?

Así entonces, los envases de plaguicidas se identifican co-
mo residuos peligrosos por haber contenido sustancias tó-
xicas derivadas de su misma composición química. Ante
este problema, con la promoción de un sistema de reduc-
ción de riesgos por medio de la recolección de envases que
contuvieron plaguicidas, se protegen los recursos natura-
les, se protege también la salud de los involucrados en el
manejo de los mismos y además estaríamos protegiendo de
manera integral a todos los que somos consumidores.

Por lo anteriormente expuesto y considerando que la reuti-
lización de los contenedores vacíos de plaguicidas consti-
tuye un factor de riesgo que silenciosamente puede afectar
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la salud, la vida de las personas y el medio ambiente, en el
Grupo Parlamentario del Partido Verde celebramos la apro-
bación de este dictamen que fue o viene de una minuta del
Senado, con la cual vamos a fortalecer la normatividad am-
biental de nuestro país, y además vamos a contribuir a ga-
rantizar el derecho humano a la salud y a un medio am-
biente más sano. Es cuanto.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Muchas gracias, diputado Sandoval Rodríguez. Con-
sulte la Secretaría a la asamblea en votación económica si
el dictamen se encuentra suficientemente discutido en lo
general y en lo particular.

La secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedo-
lla: Por instrucciones de la Presidencia en votación econó-
mica se consulta a la asamblea si el dictamen se encuentra
suficientemente discutido en lo general y en lo particular.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa,
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa, sírvanse manifestarlo. Señora presi-
denta, mayoría por la afirmativa.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias, diputada. Suficientemente discutido.

Se pide a la Secretaría que abra el sistema electrónico por
cinco minutos para proceder a la votación en lo general y
en lo particular.

La secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedo-
lla: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144, nu-
meral 2, del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábra-
se el sistema electrónico por cinco minutos para proceder a
la votación en lo general y en lo particular.

(Votación)

¿Algún compañero o compañera que falte de emitir su vo-
to? Sigue abierto el sistema. Ciérrese el sistema de vota-
ción electrónico. Se emitieron a favor 366 votos, 0 absten-
ción, 0 en contra. Es cuanto.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias, diputada. Aprobado en lo general y lo
particular por 366 votos el proyecto de decreto por el
que se adiciona un artículo 47-K a la Ley Federal de Sa-
nidad Vegetal. Pasa al Ejecutivo federal para sus efec-
tos constitucionales.
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